INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, SILVICULTURA Y PESCA ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE COMO MEDIDA DE ADMINISTRACIÓN EL LÍMITE MÁXIMO DE CAPTURA POR ARMADOR A LAS PRINCIPALES PESQUERÍAS INDUSTRIALES NACIONALES Y LA REGULARIZACIÓN DEL REGISTRO PESQUERO ARTESANAL.

_____________________________________________________________

BOLETÍN Nº 2578-01

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca pasa a informaros acerca del proyecto de ley que establece como medida de administración el límite máximo de captura por armador a las principales pesquerías industriales nacionales y la regularización del registro pesquero artesanal.

	Para el despacho de esta iniciativa legal, S.E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, a partir del día 5 de septiembre de 2000, calificándola de “simple” en todos sus trámites constitucionales, incluidos los que le correspondiere cumplir en el H. Senado, la que quedó sin efecto al término de la legislatura ordinaria de sesiones.

	Durante el estudio de esta iniciativa, vuestra Comisión contó con la asistencia y la colaboración del Subsecretario de Pesca, señor Daniel Albarrán Ruiz-Clavijo, de la Jefa de la División de Desarrollo Pesquero, señora Edith Saa Collantes, y de la Jefa de la División Jurídica de esa Subsecretaría, señora María Alicia Baltierra O’Kuinghttons.

	Expusieron también sus puntos de vista los representantes de la Sociedad Nacional de Pesca, de la Asociación Nacional de Armadores de Buques Pesqueros de Alta Mar A.G., de la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile, de la Confederación Nacional de Federaciones de Pescadores de Chile, de la Federación de Sindicatos de Industrias Pesqueras y de la Confederación de Trabajadores Pesqueros de Chile y Ramas Afines.

	Cabe hacer presente que, con objeto de conocer la opinión sobre el proyecto de la mayor cantidad de organizaciones pesqueras, en especial de nivel regional, vuestra Comisión celebró una audiencia pública en la sala de sesiones de la Corporación�.

I. IDEAS FUNDAMENTALES O MATRICES DEL PROYECTO.

	La idea matriz de esta iniciativa es establecer un sistema transitorio que permita sortear la situación de crisis por la que atraviesa el sector, en tanto se estudia la modificación de fondo de la ley de Pesca, consistente en determinar una medida de administración, denominada límite máximo de captura por armador, con objeto de imponer a los distintos actores un límite a las actuales autorizaciones de pesca, permitiéndoles participar con un porcentaje de la cuota global anual en la pesquería.

	Asimismo, el proyecto pretende producir un ordenamiento y un sinceramiento de los registros artesanales, ya que muchos pescadores artesanales participan del sector sin que se tenga la adecuada información de ellos, lo que dificulta la implementación de programas de trabajo que optimicen la operación y la extracción de los recursos y una generación de mayor valor de los recursos extraídos.

A) Fundamentos.

	Según se expresa en el mensaje de S.E. el Presidente de la República, la actividad pesquera nacional atraviesa una difícil coyuntura económica y social, como producto de la crisis que ha afectado a las pesquerías más importantes durante los últimos años.  Dicha situación obedece, fundamentalmente, a una legislación que ha incentivado a los diferentes agentes que participan en las distintas pesquerías a establecer líneas de acción que han generado varios problemas.

	Entre otros, cabe mencionar la explotación irracional de los recursos pesqueros; la exagerada sobreinversión en esfuerzo de pesca; la política extractiva de los recursos absolutamente contraria a un desarrollo armónico que optimice las ventajas comparativas del país; la política de objetivos de corto plazo en la que se procesa la materia prima sin maximizar un adecuado valor agregado, y la inestabilidad laboral, con empleo temporal y gran inseguridad social.

	Aun cuando se han implementado medidas de ordenamiento y se han asegurado en el corto plazo algunos propósitos básicos de conservación de los recursos, la mantención del empleo y de las empresas, ha quedado en evidencia que los mecanismos regulatorios de la legislación pesquera actual no permiten el logro de estos mismos objetivos en el mediano y largo plazo para toda la actividad pesquera.

	La evolución de la pesca en Chile y del marco regulatorio que la rige se puede explicar a partir del concepto de libertad de pesca.  A partir de estas características, se generó un importante crecimiento de la actividad pesquera, en conjunto con un avance tecnológico de alto nivel.  Sin embargo, en este marco hubo experiencias en las que recursos de alto valor fueron sobreexplotados y, luego del auge, sobrevino un colapso, cuya recuperación tomará muchos años.

	Por una parte, la falta de regulación adecuada no aseguró la sustentabilidad de los recursos y, por otra, la rentabilidad de la actividad fue decreciente.  La historia muestra que lo primero que se regula en períodos de crisis es el crecimiento de la flota pesquera.  Ante evidencias de pesca excesiva, no sustentable, se intenta evitar el problema controlando el esfuerzo pesquero.

	Sin embargo, en casi todos los casos, esta política no ha resuelto el problema o se han creado fuertes ineficiencias.  Efectivamente, aunque el control trate de equilibrar el esfuerzo con la disponibilidad de recursos, existe el incentivo implícito empresarial de aumentar la capacidad de pesca mediante distintos mecanismos tecnológicos.  Con ello se vuelve al ciclo en que el esfuerzo no tiene correspondencia con la cantidad decreciente o, a lo más, constante de los recursos pesqueros.

	Un mecanismo sería prohibir la sustitución de barcos antiguos por nuevos; sin embargo, ello genera una desventaja económica peligrosa en una economía globalizada, en la que se compite con otras flotas más eficientes.  Lo anteriormente expuesto conduce a la necesidad de contar con nuevas formas de administración de los recursos pesqueros que permitan una mejor solución para algunos casos de trascendencia esencial en este sector económico.

	La actual ley de Pesca carece de los mecanismos de regulación adecuados a los distintos agentes que operan en las pesquerías y requiere una profunda modernización que actualice sus instrumentos en concordancia con el desarrollo de la actividad y de las políticas pesqueras internacionales.  Se requieren reformas que potencien tanto el funcionamiento de los mercados como la cantidad y calidad de los factores de operación pesquera.  Conjuntamente con ello, se debe avanzar en el camino de una menor regulación, pero más apropiada.

	Resulta imprescindible que, mientras se estudia un proceso de reforma profunda de la legislación pesquera actualmente vigente, a través de este proyecto de ley se modifique, transitoriamente por un plazo de dos años, la actual ley General de Pesca y Acuicultura, introduciendo las reformas necesarias que hagan factible la conservación de los recursos, la sustentación de la estructura industrial existente, maximizando la operación de la mayor cantidad de activos pesqueros, optimizando la estabilidad y calidad de la fuerza laboral, promoviendo la reestructuración del sector, privilegiando y fortaleciendo la competitividad y valorando adecuadamente los recursos que se extraen del mar.

	Con estas reformas se apunta a colocar los incentivos en la dirección correcta, de manera tal que se privilegie el aumento del valor de los productos pesqueros por encima del aumento de extracción de recursos.  Esta iniciativa también tiende a evitar los conflictos entre conservación y explotación que hoy día se presentan en la toma de decisiones, y a disminuir la injerencia de la autoridad administrativa en las decisiones que deberán ser eminentemente privadas.

	Asimismo, permite eliminar algunas regulaciones que obligan al sector productivo a mantener ineficiencias en su interior.  En consecuencia, genera nuevas posibilidades de solución de conflictos e intereses entre los agentes privados del sector, sin requerir siempre la intervención de la autoridad administrativa.

	Por otra parte, con la iniciativa en comento se pretende darle sustentabilidad a la actividad pesquera artesanal y generar el clima propicio para que los pescadores artesanales puedan trabajar sobre una base sólida, y proyectar su estabilidad laboral, económica y familiar.

	Para lograr este objetivo, se propone regularizar el registro pesquero artesanal, tanto respecto de los pescadores como de las embarcaciones artesanales, mediante su actualización por una sola vez y por un período acotado.  Del mismo modo, se propone la regularización de todos aquellos pescadores y embarcaciones que, aunque operan en la actividad, por diversas razones, han quedado en listas de espera o fuera de este registro.

B) Articulado del proyecto.

	El proyecto de ley crea, en su título I, una nueva herramienta de administración denominada límite máximo de captura por armador, que tiene como objetivo establecer una limitación a la captura que puede desarrollar un armador con las naves pesqueras autorizadas en una determinada unidad de pesquería.  Define las unidades de pesquería a que se aplicará esta medida de administración y fija el procedimiento y los parámetros por considerar para efectuar el cálculo del límite máximo de captura por armador.

	Para hacer efectiva la medida de administración propuesta, se considera la fijación de las cuotas globales anuales de captura de acuerdo con el procedimiento que para cada caso establece la ley de Pesca; no obstante, tratándose de pesquerías declaradas en régimen de plena explotación y, ante el evento de que el Consejo Nacional de Pesca no apruebe la cuota, se determina que la cuota será el 75% de la establecida para el año inmediatamente anterior.

	La iniciativa contempla dos métodos de cálculo para determinar el coeficiente de participación relativo por armador, el que, multiplicado por la cuota global anual de captura, fijará el límite máximo de captura.

	Para las pesquerías pelágicas -jurel, anchoveta y sardina-, el método para determinar este coeficiente toma en cuenta las características de las autorizaciones de pesca de cada nave, en especial la capacidad de bodega, y el área de pesca autorizada.  En el resto de las pesquerías, considerando la normalidad en que se efectuaron las actividades pesqueras extractivas durante los últimos años, el cálculo del coeficiente se determina por las capturas de los últimos tres años de las naves de cada armador a la fecha de aplicación de la medida de administración.

	Se faculta a los armadores para hacer efectivo su límite máximo de captura en conjunto con otros armadores, para lo cual se establece un procedimiento particular, con objeto de hacer más eficiente la actividad pesquera extractiva, en especial para aquellos armadores cuyo límite máximo de captura sea sustantivamente menor a la capacidad extractiva de su flota.

	La aplicación de este tipo de medidas de administración hace necesaria, para su eficiente y correcta aplicación, una rigurosa fiscalización y control de las capturas efectuadas por los agentes pesqueros involucrados.  Para este efecto, los capitanes de las naves deberán entregar al Servicio Nacional de Pesca, por cada viaje de pesca, un formulario en donde se consignen la fecha y hora de recalada a puerto, área de pesca, especies capturadas y la estimación de cada una de ellas en toneladas.

	Por su parte, el armador debe llenar un formulario con la información de captura por viaje de pesca, indicando las especies y el volumen capturados, expresado este último en toneladas, y su destinatario.  El formulario mencionado debe ser certificado, al momento del pesaje de las especies, por un ente externo debidamente acreditado por el Servicio Nacional de Pesca.

	Cabe señalar que la incorporación de las entidades certificadoras, no altera las funciones de fiscalización que, de acuerdo con la ley de Pesca, les corresponde efectuar al Servicio Nacional de Pesca y a la Armada de Chile y sólo permite a la autoridad disponer de información fidedigna respecto de los recursos y volúmenes capturados por viaje de pesca de todas las naves industriales involucradas.

	Además, para garantizar la eficacia de las normas establecidas, se incorporan sanciones de carácter administrativo para quienes no den cumplimiento a las normas establecidas, tanto respecto de la entrega de información de captura y certificación por viaje de pesca como también por el exceso capturado de lo que a cada cual le corresponde.

	Con objeto de dar el valor legal que corresponde a la inscripción en el registro pesquero artesanal, el título II del proyecto contempla la regularización de éste, tanto para los pescadores como para embarcaciones artesanales, en aquellas pesquerías cuyo acceso se encuentra suspendido temporalmente por estar declaradas en régimen de plena explotación.  Esta propuesta tiene como objetivo regularizar un importante número de pescadores y naves artesanales que actualmente desarrollan actividades pesqueras al margen de la legalidad.  Lo anterior no implica un aumento del esfuerzo pesquero.

	Para acogerse a esta excepción, los pescadores tendrán un plazo de 60 días y deberán dar cumplimiento a las normas establecidas en la ley General de Pesca y Acuicultura y, en particular, tener matrícula vigente otorgada por la autoridad marítima, en la o las categorías en que se solicita inscripción antes del 31 de julio del 2000.  En cuanto a las naves pesqueras, éstas podrán inscribirse en el registro artesanal dando cumplimiento al mismo plazo y condiciones señaladas precedentemente.

	En el título III se incorpora un elemento importante para la recopilación de información biológica pesquera que, junto a otros antecedentes, sirve de base para la administración; esto es, la obligación de los armadores pesqueros de aceptar a bordo de sus naves a los observadores científicos que designe la Subsecretaría de Pesca.

	Se propone, además, una modificación de la ley General de Pesca y Acuicultura, en el sentido de facultar a la Subsecretaría de Pesca para regular el reemplazo de las inscripciones vacantes que se produzcan en el registro artesanal, de un modo compatible con la sustentabilidad de las pesquerías.

	En otra modificación de la misma ley, se busca corregir una omisión de su texto en lo que se refiere a la posibilidad de que el pescador artesanal haya dejado de ejercer las actividades correspondientes a su inscripción en virtud de caso fortuito o fuerza mayor.  En tal caso, del mismo modo en que se halla establecido para el industrial, no caduca la inscripción en el registro artesanal, renovándose el plazo de un año por una sola vez.

	Finalmente, es preciso destacar que el proyecto de ley propuesto no modifica lo establecido en la ley General de Pesca y Acuicultura, salvo en lo expresamente señalado.

II. ANTECEDENTES.

Incidencia en la legislación vigente.

	La iniciativa modifica los artículos 50 y 55 de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con objeto de facultar a la Subsecretaría de Pesca para regular el reemplazo de las inscripciones vacantes que se produzcan en el registro artesanal, de modo compatible con la sustentabilidad de las pesquerías y de impedir la caducidad de la inscripción en el registro artesanal respecto del pescador que haya dejado de ejercer las actividades correspondientes a su inscripción en virtud de caso fortuito o fuerza mayor.

	Por otra parte, se modifica el artículo 28, letra a), del decreto con fuerza de ley N° 5, de 1983, relativo a las funciones y atribuciones del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción sobre el sector pesquero, permitiendo al Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca dictar resoluciones en lugar de instrucciones para la aplicación y fiscalización de las leyes y reglamentos sobre pesca, caza marítima y demás formas de explotación de los recursos hidrobiológicos.

	El proyecto propone un régimen especial de conservación y manejo de los recursos hidrobiológicos que, si bien no modifica la normativa vigente, puede insertarse dentro de las facultades de conservación de los recursos hidrobiológicos, establecidas por el título II de la ley General de Pesca y Acuicultura.

	Sobre el particular, el artículo 19, N° 8°, de la Constitución Política de la República establece el deber del Estado de preservar el medio ambiente y la naturaleza, para lo cual la ley puede establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos.

	A su vez, el artículo 19, Nº 23, de la Carta Fundamental permite adquirir el dominio de bienes cuya propiedad no se tiene, consagrando una plena libertad para adquirirlos, con la sola limitación de aquellos que la naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres o que deban pertenecer a la Nación toda y la ley lo declare así.  Sin embargo, el constituyente ha exigido que el establecimiento de limitaciones o requisitos para adquirir el dominio sólo puede imponerse mediante una ley de quórum calificado.

	En este contexto, la actividad pesquera extractiva constituye una forma de apropiación de bienes por el modo de adquirir ocupación y el proyecto propuesto permite limitar el ejercicio de las autorizaciones de pesca vigentes con que cuenta cada armador.

	Así lo expresó en su oportunidad la sentencia del Tribunal Constitucional, rol Nº 115, de fecha 3 de diciembre de 1990, recaída en un requerimiento presentado por 15 H. Senadores respecto del proyecto de ley, iniciado en mensaje del Presidente de la República, que modificó la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura.

	En suma, la medida de administración propuesta constituye una limitación para la adquisición de ciertos bienes, y, más aun, de limitaciones que afectarán de manera específica y diferenciada a cada titular de autorizaciones de pesca, por lo que las normas de este proyecto deben ser aprobadas con quórum calificado.

III. PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.

	Durante la discusión general de esta iniciativa, vuestra Comisión, además de contar con la opinión del Ejecutivo, recogió la opinión de las siguientes personas, en representación de las instituciones y organizaciones que se indica:

	-Por la Sociedad Nacional de Pesca: Roberto Izquierdo, Presidente; Jan Stengel, Domingo Jiménez y José Gago, Vicepresidentes, y Héctor Bacigalupo, Jefe de Estudios.

	-En representación de la Asociación Nacional Armadores de Buques Pesqueros de Alta Mar A.G.: Rodrigo Vial, Presidente; Luis Mujica y Jorge Donoso, Vicepresidentes; Carlos Hernández, asesor legal, y Albert Arias, asesor biológico pesquero.

	-Por la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales: Humberto Mella, Presidente; Eric Vargas, Tesorero; José Valenzuela, Secretario Educación y Cultura; Cosme Caracciolo, dirigente; Miguel Leiva, Jefe de Gabinete; M. Cecilia Villablanca, asesora legal; William Aracena, Presidente Armadores Artesanales de Talcahuano, e Ismael Tocornal, Presidente Asociación Pescadores Independientes.

	-En representación de la Confederación Nacional de Federaciones de Pescadores de Chile: Humberto Chamorro, Presidente; Miguel González, Vicepresidente; Hipólito López, Secretario Relaciones Nacionales e Internacionales; Jorge Grenett, Secretario Medio Ambiente y Recursos Comerciales; Nelson Pincheira, Relaciones Públicas; Miguel Ramírez, Secretario Medio Ambiente Recursos Comerciales; José Allancán, Secretario Ferepa Los Lagos; José Barrios, asesor, y Raúl Bravo, director.

	-Por la Federación de Sindicatos de Industrias Pesqueras: Teresa Lizana, Presidenta; Hugo Pérez, Secretario General; Manuel Gajardo, Secretario Finanzas; Segundo Flores, Secretario Organización; Alfonso Arévalo, Secretario Negociación y Conflicto; Arturo Bahamonde, Secretario Bienestar Social; Robinson Cárcamo, Consejero Regional de Pesca-Titular; Luis Vargas, Consejero Regional de Pesca-Suplente; Sergio Vera, Presidente Sindicato de Arrastre; Aldo Veroy, Presidente Sindicato Alimentos Marinos, y Luis Morales, Dirigente Sindicato de Arrastre.

	-En representación de la Confederación de Trabajadores Pesqueros de Chile y Ramas Afines: José Contreras, Secretario Organización y Consejero Nacional; Juan Gálvez, Tesorero; Rubén Leal, Departamento Social; Ernesto Rivas, Segundo Vicepresidente; Rosa Godoy, José Barría y Fernando Aravena, Dirigentes Sindicato de Puerto Montt.

A) Subsecretaría de Pesca.

	El señor Daniel Albarrán Ruiz-Clavijo, Subsecretario de Pesca, ratificó los fundamentos del proyecto, señalando que es indispensable una modernización de la ley de Pesca, tema sobre el cual se está trabajando, a fin de dar dinamismo al sector.  Sin embargo, mientras ella se elabora, se presenta este mecanismo transitorio que permitirá sortear la situación de crisis por la que atraviesa el sector.  Se trata de una medida de administración, que consiste en establecer un límite máximo de captura por armador, que operará entre el 1 de enero de 2001 y el 31 de diciembre de 2002.

	Esta normativa tiene por objeto hacer que el recurso escaso sobre el cual se trabaja pueda distribuirse entre la totalidad de los operadores del sector.  Esto les permitirá organizarse y planificar el programa de producción anual, maximizando las instalaciones físicas, los recursos humanos, los recursos financieros y las posibilidades de colocar el producto en el mercado.  Esto apunta a impedir la pérdida de fuentes de trabajo, a consecuencia de una operación irracional, en la cual todos pescan a gran velocidad para extraer la cuota fijada para el año en cuestión.

	En el caso de los industriales, el mecanismo permite imponer a los distintos actores un límite a las actuales autorizaciones de pesca, permitiéndoles participar con un porcentaje de la cuota global anual en la pesquería.  En la medida en que estas cuotas son menores que la capacidad instalada, se permite a los actores de menor tamaño participar en conjunto para extraer de esa forma la suma de sus cuotas.

	Asimismo, conjuntamente con el sistema de fiscalización del Servicio Nacional de Pesca, se incorporan auditorías externas que permiten validar y certificar las cantidades y características de la captura que cada uno de los armadores extrae.  La operación que no cumpla estas normas será objeto de sanciones.

	Respecto de los pescadores artesanales, el proyecto pretende producir un ordenamiento y un sinceramiento de los registros artesanales.  Hay muchos pescadores que participan del sector sin que se tenga la adecuada información de ellos, lo que dificulta la implementación de programas de trabajo que optimicen la operación y la extracción de los recursos.

	Para ello, se establecen dos medidas concretas.  Una, consiste en la apertura de los registros, actualmente cerrados, durante un período de 60 días, ya sea que estén inscritos en una especie asociada a la cual realmente operan, que estén en lista de espera o que participen de hecho en la actividad.  Lo mismo opera para aquellas embarcaciones artesanales que estén participando en la actividad artesanal y que tengan inscripción en la capitanía de puerto al 31 de julio de 2000.

	El proyecto no dice relación con los regímenes de pesca, establecidos en el título III, ni con el sistema de fiscalización o de sanciones.  Si bien no modifica la ley de Pesca, se inserta dentro de las medidas de administración de las pesquerías que contempla su título II.  Estas facultades son genéricas e independientes del régimen de acceso a las pesquerías y de las condiciones en las cuales accede cada uno de los armadores individualmente considerado.

B) Sociedad Nacional de Pesca (SONAPESCA).

	Don Roberto Izquierdo, Presidente, sostuvo que el proyecto en estudio, aunque se orienta en la dirección correcta, no satisface plenamente las aspiraciones de la pesca industrial, por cuanto algunas soluciones de fondo siguen pendientes.  Sin embargo, constituye un paliativo que resuelve en alguna medida los problemas de la pesca industrial.  Su mayor mérito lo constituye la oportunidad con que se aplicaría, a partir de enero del año 2001, considerando que la actividad ha debido soportar tres largos y difíciles años, su situación económica se ha deteriorado, no encontrándose en condiciones de resistir otro año más bajo el actual marco jurídico.

	Por otra parte, su transitoriedad, por un período de sólo dos años, si bien es cierto que no es óptima para que se produzcan todos los incentivos y efectos deseados en un proyecto de mayor plazo, permitirá tener una experiencia empírica sobre el mecanismo propuesto, que sin duda contribuirá al análisis de una solución definitiva que sigue estando pendiente y que debe ser abordada con la mayor brevedad.

	Consideró indispensable para que el sistema funcione correctamente y no fracase, tener un control riguroso, adecuado y efectivo.  En este mismo sentido, apoyó la aplicación de sanciones drásticas, velando, eso sí, por que exista una proporcionalidad entre la falta cometida y la sanción correspondiente.

	También consideró razonable que se establezca un mecanismo para regularizar la actividad pesquera artesanal, en atención a que no involucra un incremento en el esfuerzo de pesca efectivo que existe actualmente.  Sin embargo, pareciera conveniente que se aplique con plena transparencia, haciendo pública la información mediante una resolución, ocupando un mecanismo similar al del artículo 5° del proyecto.

C) Asociación Nacional Armadores Buques Pesqueros Alta Mar A.G (ANAPESCA).

	Don Rodrigo Vial, Presidente, afirmó que el proyecto sobre límites máximos de captura por armador, basado en la asignación de cuotas individuales, no resuelve los reales problemas que enfrenta la actividad pesquera.  Al contrario, cristaliza tendencias monopólicas que han estado presentes en el ejercicio de la administración pesquera durante los últimos años.

	Esta reforma transitoria produce efectos permanentes que no sólo afectarán a empresarios pequeños y medianos, sino también a pescadores artesanales y trabajadores.  Además, la materialización de este proyecto cierra las opciones a otros sistemas de administración, dejando como única alternativa la asignación gratuita, permanente y sin retorno de cuotas individuales de captura.  Sus efectos en dos años son perniciosos para aquellos menos favorecidos en la asignación inicial, los que probablemente no sobrevivan para ver el fin de esta ley o de sus probables prórrogas.

	Asimismo, en los dos años de aplicación, causará serios daños a los menos favorecidos en la asignación inicial, establecerá un precedente histórico para la posterior aplicación de cuotas, cerrará todas las posibilidades de entrada a nuevos actores, afectará a la pesca artesanal, estimulará el trabajo temporero, producirá integración vertical y eliminará a las plantas sin flota.

	En cuanto al método de captura histórica aplicado al resto de las especies, es decir, peces demersales, algunos pelágicos y crustáceos, su captura en el pasado ha estado concentrada en dos o tres empresas, pero que en la actualidad enfrentan mayor competencia de parte de los nuevos y más eficientes operadores y pescadores artesanales.  El objetivo buscado es cerrar el acceso a nuevos actores y eliminar los pequeños existentes.  Una concentración de esa magnitud y características alienta actitudes monopólicas y conduce a la desaparición de las empresas procesadoras que elaboran la pesca de los pescadores pequeños, medianos y artesanales.

	Por otra parte, aunque los pescadores artesanales no son aludidos directamente en el núcleo del proyecto, sí resultarán afectados.  Al asignarse una cuota industrial a especies que son capturadas dentro de las 5 millas de reserva artesanal -sardina común y anchoveta-, tendrán que compartir este espacio con la industria, lo que disminuirá seriamente su capacidad competitiva, la que ya es restringida por las inscripciones, tamaño de las embarcaciones, artes de pesca y zonas autorizadas.  Esta medida atenta seriamente contra el régimen de libertad de pesca artesanal, consagrada en la ley vigente.

	En definitiva, el proyecto de ley es engorroso en los efectos que produce y establece criterios no equitativos para el ejercicio de la actividad.  Pagarán el mejor resultado financiero de unas pocas empresas los pequeños y medianos armadores, los pescadores artesanales, los trabajadores de mar y de plantas en tierra.  La integración vertical que se generará en el sector dejará sin posibilidad de competir a muchas empresas que sólo operan plantas en tierra o sólo disponen de flota para la captura.

D) Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH).

	Don Humberto Mella, Presidente, explicó que, en su concepto, en este proyecto, la cuota individual se denomina “límite de captura máxima por armador” y se presenta como “medida de administración”, no como nuevo régimen de administración de pesquerías, exclusivo y excluyente, que es justamente lo que en verdad es y que, contrariamente a lo que sostiene el Subsecretario de Pesca, cambia totalmente todos los regímenes de pesca industriales existentes y los deja sin aplicación en sus aspectos esenciales.

	Sostuvo que con este proyecto resultan favorecidas con la tajada mayor de la cuota global de la pesquería un reducido número de empresas que, curiosamente, son las más grandes y poderosas.

	Por otra parte, señaló que, aun cuando se rechace el proyecto en sede legislativa, se seguirá aplicando de facto el sistema, con la venia del Subsecretario de Pesca, empleándose el resquicio de la pesca de investigación.

	El proyecto deja de lado dos hechos jurídicos contundentes: que el régimen de la pesca artesanal es el de libertad de pesca y que la ley consideró para la pesca artesanal una zona de reserva exclusiva, las primeras 5 millas del mar territorial y todas las aguas interiores.

	En suma, recalcó que el proyecto es negativo para el país, porque condena a la extinción a la pesca artesanal, privándola en lo inmediato de uno de sus derechos patrimoniales más significativos, como es el caso de la pesquería de sardina y anchoveta.  Asimismo, porque la distribución propuesta de los derechos de pesca industrial determina la quiebra de las Pymes, las que no podrían subsistir con menguadas alícuotas, y porque conduce a la concentración del poder de pesca industrial en pocas manos y pocos barcos, con la consiguiente secuela de quiebras empresariales y desempleo, de cesantía para miles de trabajadores.

	Doña M. Cecilia Villablanca, asesora legal, señaló, en síntesis, que la pesca artesanal considera que el proyecto es manifiestamente ilegal e inconstitucional, en primer lugar, porque plantea como la gran solución el sistema de cuotas individuales transferibles, las cuales existen desde la dictación de la ley de Pesca, pero no han sido aplicadas por falta de voluntad política.  Cuando se planteó el tema de las cuotas individuales en el año 1989, la polémica se centró en el reconocimiento de los derechos históricos de pesca para la pesca industrial.  La pesca artesanal no fue considerada durante la discusión acerca de cómo se repartirían los peces en Chile.

	De tal forma que, cuando se habla de crear las cuotas individuales, se está incurriendo en una falacia, porque las cuotas ya existen.  El problema es que, tal como existen, no agradan a los industriales, ya que son acotadas en el tiempo y se debe pagar por ellas.  Entonces, se quiere replantear como única solución de administración la asignación gratuita de las mejores, mayores y más ricas pesquerías del país, que están plenamente explotadas y con su acceso cerrado.  Esto se plantea por un plazo de dos años, pero se tiene el precedente de que es por tiempo indefinido y con posibilidades de ser perpetuo.

	Un segundo argumento dice relación con la falta de credibilidad de que adolecen los informes técnicos y científicos de la autoridad pesquera la que, en su concepto, se ha amparado en el problema del jurel para crear una sensación de crisis en el resto de las pesquerías del país, que están perfectamente sanas, como la de merluza común, que está administrada con cuotas anuales y parciales.

	Además, sostuvo que las cuotas individuales afectan a la pesca artesanal, ya que le ponen un límite máximo.  Esta y otras cortapisas impuestas a la pesca artesanal han jibarizado el derecho de libertad de pesca hasta hacerlo irreconocible, lo que, de acuerdo con la Carta Fundamental, es inconstitucional, toda vez que se afecta la esencia de un derecho.  A la pesca artesanal se le han hecho perforaciones a lo largo del país, en cuanto al tiempo y a la ocupación de los espacios efectivos de la zona de reserva.

	Finalmente, manifestó que el proyecto es inconstitucional, al proponer la asignación de cuotas de las pesquerías de sardina y de anchoveta, que tienen su hábitat costero en el área de reserva artesanal.  En efecto, no es posible discurrir una asignación de esta naturaleza, sino en función de eliminar la zona de reserva artesanal; es decir, se está derogando, tácitamente, por dos años, la zona de reserva artesanal, al asignar cuotas para esta pesquería que sólo tiene presencia y hábitat dentro de las 5 millas.

E) Confederación Nacional Federaciones Pescadores Chile (CONFEPACH).

	Don Humberto Chamorro, Presidente, sostuvo que el enfoque que les interesa darle al problema es el de la pesca artesanal, que los recursos se mantengan en el tiempo, porque es un bien de todos los chilenos.  El legislador, al establecer la zona de reserva de las 5 millas, tuvo un criterio conservacionista, ya que en esa zona se reproducen los recursos.  Su principal interés es, además del cuidado y preservación de los recursos, el desarrollo de la pesca artesanal.

	Planteó que el tema de modificación más relevante es el de la regularización del registro pesquero artesanal, cuya aplicación ha demostrado ser ineficiente para controlar el acceso a la actividad.  Estas modificaciones deben estar orientadas a adecuar los mecanismos, tanto de acceso a la actividad y su permanencia en ésta, el reemplazo de pescadores y la sustitución de embarcaciones, como herramientas para una efectiva administración de los recursos sobre los que actúa el sector pesquero artesanal.

	Postuló que no se establezcan 4 categorías de pescadores, de acuerdo con la eslora, sino sólo 2: de 1 a 12 metros y de 12 a 18 metros, a fin de no coartar la sustitución de las naves, que tienen como principal objeto mantener la seguridad en el mar.

	También solicitó que el sector artesanal tenga mayor porcentaje en la asignación de la cuota global, toda vez que su cuota es bastante disminuida en casi todas las pesquerías del país, lo que limita, en forma considerable, su desarrollo.

	En otro orden de materias, pidió que las pesquerías que están dentro de las 5 millas no sean licitadas.  De lo contrario, siempre se autorizarán las perforaciones dentro de esa zona.

	Solicitó que se revise tanto la nómina como los porcentajes de captura incluidos y autorizados, respectivamente, como fauna acompañante de las pesquerías pelágicas industriales, específicamente la del jurel y de la merluza, por cuanto varios de los recursos constituyen importantes pesquerías del sector artesanal.

	En relación con la situación de los Consejos, sugirió revisar la composición y funcionamiento de los Consejos Nacional y Zonales de Pesca, a fin de mejorar la participación del sector pesquero artesanal, aumentando su representación, al menos, a 4 ó 5 personas, que podrían ser un buzo mariscador, un armador artesanal, un pescador propiamente tal, un alguero y un auxiliar de tierra.

F) Federación de Sindicatos de Industrias Pesqueras (FESIP).

	Doña Teresa Lizana, Presidenta, expresó que la actual crisis se está anunciando desde hace varios años y, lamentablemente, en términos concretos, no se ha hecho nada.  Si se sigue en esta línea, el próximo año la pesquería del jurel seguirá abierta, con un recurso global menor que el de los años ‘96 hacia atrás y con una cuota, fijada por decreto, también pequeña.  Cuando se autorice a pescar, saldrán todos los barcos que puedan y capturarán lo más rápidamente posible las toneladas autorizadas.

	Este fenómeno está ocurriendo también con la merluza común y causa que la captura sea sumamente acelerada y de calidad regular, por el apremio de la pesca en carrera olímpica.  Dada la premura, esto provoca la utilización deficiente del recurso, traducida en productos finales más simples y de menor valor agregado.  Lo que más les preocupa a los trabajadores son los despidos, ya que la cuota que se asigne para el año será capturada rápidamente y habrá períodos sin actividad, los que incentivan a los empresarios a trabajar con mano de obra temporal y, evidentemente, más barata.

	Dejó en claro que lo que se busca con esta iniciativa es contar con un mecanismo adicional y temporal de administración que permita enfrentar con mayor eficiencia el manejo de las pesquerías con problemas y no establecer un nuevo régimen de administración que modifique las características de los permisos.  Esto último se tendrá que ver en el proyecto final que enviará el Ejecutivo al Congreso y que se seguirá discutiendo en el futuro.  Para lograrlo, es necesario insertar el nuevo proyecto en el actual régimen de plena explotación, agregando a la autoridad algunas facultades, que en la actualidad no tiene.

	Por otra parte, efectuó algunas observaciones y propuestas concretas sobre el proyecto en estudio.  Con respecto al artículo 2°, que somete a las pesquerías que señala a la medida de administración denominada límite máximo de captura por armador, propone que las cuotas sean parcializadas por mes.  No obstante lo anterior, planteó que se tome en especial consideración que algunos recursos que se encuentran en este artículo se trabajan por temporadas o sólo en algunas épocas o en algunos meses del año, tales como la sardina, la anchoveta y la merluza de cola.

	Respecto del artículo 15, sugiere que se les otorguen mayores atribuciones a los fiscalizadores del Servicio Nacional de Pesca, como ministros de fe, antes del ingreso de los recursos a las plantas procesadoras en tierra, en la recalada de las embarcaciones en los puertos y a bordo de las mismas y ante los tribunales correspondientes.

G) Confederación Trabajadores Pesqueros Chile y Ramas Afines (CONTRAPECH).

	Don José Contreras, Secretario, señaló que para los trabajadores de la industria pesquera es de vital importancia este debate, porque es su futuro el que está en juego, son sus trabajos los que están en discusión.  Han escuchado que el proyecto de ley beneficiaría sólo a algunos grandes industriales, en perjuicio de los pescadores artesanales, lo que es un tremendo error.  La verdad es que, detrás de esos industriales, hay más de 60.000 trabajadores de la pesca, que son los realmente afectados si la actividad quiebra.  En un momento particularmente difícil para el país, no hay otra alternativa de trabajo y, además, los pescadores no saben hacer otra cosa, la pesca es su oficio, aprendido durante largos años de duro trabajo.

	Recalcó que, si el recurso no se controla y es sobreexplotado, la industria colapsará y serán los trabajadores los que quedarán sin empleo en una grave situación, no los dueños de las empresas, que siempre tendrán una opción.  Tampoco serán los pescadores artesanales los afectados, primero porque el proyecto de ley no los afecta en nada y, segundo, porque el Estado siempre los apoya con programas de distinto tipo.  En suma, la conservación de los recursos es la conservación de los empleos de los trabajadores del sector.

	El problema de la “carrera olímpica” es que la temporada de pesca es cada vez más corta, con lo cual los trabajadores son perjudicados, ya que pasan a ser temporeros o trabajadores externos contratados por días o por horas.  La actual ley ha demostrado que no es capaz de dar estabilidad y seguridad al sector.  Por todo ello, los trabajadores creen que es necesario incorporar nuevas medidas de administración a la ley, que permitan asegurar la conservación de los recursos y, con ello, la conservación de sus empleos.

	Por todo estos argumentos, manifestó su acuerdo con este proyecto de ley que, al menos, ofrece una alternativa: ordena el sistema, permitiendo que se cumpla la cuota global de captura y con ello se pueda lograr la conservación de los recursos.  Además, una captura ordenada, como se ha visto los últimos dos años, a través de la pesca de investigación o para consumo humano, ha permitido traer a puerto materia prima en mejores condiciones, y por lo tanto, una mayor cantidad de pescados destinados a elaboración de productos de mayor valor agregado.  Esto se traduce en mayor utilización de mano de obra, que es lo que les interesa a los trabajadores.

Audiencia pública.

	A continuación, se da cuenta, en resumen, de las opiniones vertidas por los expositores asistentes a la audiencia pública que se llevó a cabo el día 11 de octubre de 2000, con motivo de la discusión de este proyecto.

1. Federación Gremial Industrias Pesqueras Macrozona X, XI y XII (FIPES).

	Don José Gago, Presidente, manifestó que este proyecto transitorio, que apunta fundamentalmente a adoptar medidas de manejo contra la “carrera olímpica”, es necesario; pero, se requiere de modificaciones sustanciales de la actual ley de Pesca para cambiar el sistema de control de esfuerzo vigente, que ha permitido la depredación y sobreexplotación de las especies y la ruina de la industria, por uno de control de producción o rendimiento, imperante en todos los países que muestran una industria pesquera pujante.

	Proponen, respecto del proyecto, mantener la idea de que todas las principales pesquerías del país entren simultáneamente a este sistema de administración; que se considere como historia de cada buque la que se genere de los 2 años con mayores capturas del período 1997-2000; que se incorpore una reglamentación de carácter permanente que obligue a la autoridad a establecer talla mínima, al menos, en todos los recursos en plena explotación y que prohíba la utilización de merluza de cola para harina de pescado.

2. Federación Nacional Sindicatos Tripulantes Naves Especiales de Chile (FETRINECH).

	Don Armando Aillapán, Presidente, expresó su rechazo a la modificación de la ley de Pesca, ya que considera que, en lugar de dar empleo, creará más cesantía, debido a que pretende terminar con más del 40% de la flota pesquera industrial y hará desaparecer a la pequeña y a la mediana empresa.

	Afirma, además, que este proyecto pretende solucionar los problemas de los grandes empresarios de la VIII Región, permitiéndoles obtener grandes ahorros por la vía de despedir trabajadores, concentrar en pocas embarcaciones la captura de las empresas, evitar el pago de patentes pesqueras y transferir los derechos de pesca de una empresa a otra e incluir todas las especies por ley, sin necesidad de pronunciamiento de la autoridad ni de los Consejos de Pesca.

	Propone, en definitiva, que las cuotas de pesca se liciten anualmente, con cortes especiales para los pequeños y medianos armadores y que esos fondos se ocupen en una investigación pesquera real y sirvan para solucionar los graves problemas de cesantía.  De lo contrario, que se declare libertad de pesca y la autoridad administre la sustentación de las pesquerías a través de cuotas, de vedas y de jornadas de trabajo.

3. Asociación de Industriales Pesqueros de la Región de Bío-Bío (ASIPES).

	Don Domingo Arteaga, Vicepresidente, concordó, en términos generales, con la iniciativa propuesta, que busca impedir la carrera olímpica, protegiendo el recurso al establecer un porcentaje de pesca por empresa, que puede ser fácilmente controlado.  La iniciativa, en su concepto, incentivará el ordenamiento pesquero industrial, cuya estabilidad se traducirá en estabilidad laboral.

	En concreto, propone las siguientes modificaciones del proyecto: la forma de asignación de la merluza de cola debe ser por m³ de bodega corregido de las naves, ya que es una especie estrechamente asociada al jurel, la sardina y la anchoveta.  El establecimiento del 75% de la cuota global anual de captura para el caso de que el Consejo Nacional de Pesca no llegue a acuerdo le puede restar facultades a este organismo y dejar a las naves que no operen imposibilitadas de ser destinadas a otros fines.

4. Confederación Nacional Federaciones y Sindicatos Gente de Mar, Marítimos, Portuarios y Pesqueros (CONGEMAR).

	Don Guillermo Risco, Presidente, hizo presente su rechazo a la iniciativa de modificación de la ley de Pesca, supuestamente transitoria, ya que sólo pretende subsidiar a la gran empresa, sin considerar los aspectos sociales, ya que se producirán miles de cesantes.

	Propone que, a través de una investigación pesquera seria e independiente, se declaren cuotas de pesca anual que sean licitadas con cortes especiales para los pequeños empresarios y que esos fondos se destinen a solucionar los graves problemas sociales que se están produciendo.

5. Agrupación de Sindicatos Pesqueros de la Cuenca del Carbón.

	Don Sergio Orellana, Coordinador, se opuso enérgicamente a este proyecto, solicitó que se rechace la idea de legislar en este tercer intento privatizador de la pesca y que se remitan los antecedentes al Tribunal Constitucional para que se pronuncie sobre la constitucionalidad de esta iniciativa.

	Asimismo, manifiesto su solidaridad con la pesca artesanal, cuyos derechos se ven seriamente amenazados con el establecimiento de una cuota que sólo le permitirá decrecer hasta extinguirse, con una propuesta de asignación de pesquerías que la priva de la propiedad de sus derechos sobre las pesquerías que tienen su hábitat en la zona de reserva, donde le corresponde el uso exclusivo del derecho de pesca. 

6. Asociación Gremial Pequeños Armadores Pesqueros, Arrastreros y Patrones de Pesca V y VIII Regiones (AGEPAR).

	Don Carlos Carrasco, Presidente, compartió, en términos generales, la iniciativa, aunque expresó algunas aprensiones respecto de sus efectos para los pequeños armadores industriales, por lo que propone algunas enmiendas para mejorar su situación.

	En particular, sugirió facultar a las organizaciones de pequeños armadores industriales para optar por administrar en común una cuota global anual de captura sobre la base de la participación relativa de sus asociados en los tres años anteriores a la aplicación de la medida; asimismo, establecer que las naves cuyas características configuren la categoría de pequeño armador industrial no puedan ser reemplazadas por naves que excedan esa calificación, y que se establezcan claramente los derechos y deberes de la categoría de pequeño armador industrial que la distingan del resto de la actividad pesquera industrial.

7. Asociación de Industriales Pesqueros de la V Región (VALPESCA A.G.).

	Don Alberto Ellena, Director, consideró que el proyecto de ley no resuelve los reales problemas que enfrenta la actividad pesquera, ya que sólo alimenta las tendencias monopólicas presentes en el sector en los últimos años, efectuando una asignación económica a algunas empresas.  Estimó, de acuerdo con un informe de la FAO, que el mecanismo de distribución más eficiente es el sistema de licitación.

	En definitiva, sostuvo que esta reforma, presentada como transitoria y como medida de administración pesquera, producirá efectos negativos en el corto plazo y de una magnitud tal que afectará a todos los empresarios pequeños y medianos, con el consiguiente perjuicio para los trabajadores.

8. Pesquera Quintero S.A.

	Don Javier Lagos, Jefe de Personal, manifestó una opinión favorable a la iniciativa en comento, sugiriendo algunas modificaciones que tienden a mejorarla.  Entre ellas, propuso considerar las capturas históricas desde la fecha en que se otorgó el correspondiente permiso de pesca; que se asigne una cuota anual por especie, sustentable a lo largo del año, evitando las paralizaciones que aumentan la cesantía.

	Respecto de la veda biológica para el recurso camarón nailon, sugirió que ésta se efectúe en los meses de diciembre y enero, en lugar de julio y agosto, cuando la captura es constante y abundante y teniendo en consideración que los estudios realizados han determinado que el recurso se encuentra sano y no está sobreexplotado.

9. Sindicato Interempresas Tripulantes, Rederos, Descargadores y Cuidadores Naves Especiales Puertos Concepción (SIET).

	Don Sergio Vera, Presidente, sostuvo la necesidad de aprobar con la mayor brevedad este proyecto de ley, que les permitirá trabajar todo el año, logrando estabilidad en el empleo y en los sueldos; ya que, con el actual sistema se han convertido en trabajadores temporeros, perdiendo todos los logros obtenidos mediante las diferentes negociaciones colectivas.

	Asimismo, estimó que está abierta la opción de extraer otras especies, como merluza de cola que, destinada para consumo humano, puede generar muchos más empleos que la harina de pescado, lo que solucionaría, en alguna medida, el gran problema socioeconómico por el que atraviesa la zona.

10. Federación Provincial de Pescadores Artesanales del Sur (FIPASUR).

	Don Marco Ide, Presidente, manifestó su rechazo absoluto al proyecto en estudio, que sólo tiende a evitar la “carrera olímpica” de los industriales, pero no soluciona el tema del empleo.  Este mismo efecto produciría la licitación de las cuotas, pero esta solución no les agrada a los industriales, ya que tendrían que pagar.

	Respecto de los problemas que aquejan a los pescadores artesanales, una solución sería la eliminación de los incisos tercero y cuarto del artículo 47 de la ley de Pesca, que autorizan transitoriamente las penetraciones industriales en la zona de reserva artesanal, que, por lo demás, se han transformado en permanentes.

11. Sindicato Interempresas Trabajadores Tripulantes de la VIII Región.

	Don Arturo Arteaga, Presidente, expresó su amplio y total apoyo a esta iniciativa.  Consideró que las reformas de la actual ley de Pesca resultan indispensables y deben incentivar la conservación de los recursos, cambiando el criterio de cantidad por el de calidad, lo que propende a la estabilización de las fuentes de trabajo, la conservación de los recursos hidrobiológicos y la mantención en el tiempo de la industria pesquera nacional.

	Por último, propuso modificar la norma que establece el 75% de la cuota del año anterior en el caso de que el Consejo Nacional de Pesca no apruebe la cuota para un año, por considerar que altera las facultades de este Consejo y no fue analizada en su seno durante la discusión previa a la presentación de esta iniciativa.

12. Asociación de Pescadores Independientes (API).

	Don Ismael Tocornal, Presidente, sostuvo que este proyecto de asignación de cuotas individuales constituye una distribución de recursos naturales, pero no es un método de manejo sustentable de los mismos.  La regulación de la actividad debería efectuarse dimensionando los volúmenes por extraer mediante estudios científicos, efectuados periódicamente, cuya información sea pública; al mismo tiempo, se deben formar consejos por especies, que fijen las normas de explotación en cuanto a cantidad y períodos de pesca.

	Señaló que el proyecto perjudica abiertamente a las pequeñas empresas, ya que les otorga menor porcentaje de participación de lo que les corresponde, premiando a las grandes empresas, mejorándoles sus futuros resultados económicos.  Además, la iniciativa no considera la importancia y beneficios para el país que aporta la elaboración de productos para el consumo humano directo, la cual debiera contar con su propia cuota de pesca.

13. Sindicato Interempresas Trabajadores Oficiales Naves Especiales Concepción y Arauco.

	Don Oscar Alvear, Presidente, señaló que este proyecto, que establece una nueva medida de administración pesquera, no aportará más empleo para los trabajadores, sino, por el contrario, de la letra, la intención y el espíritu del mismo se desprende que sólo generará más cesantía y que las condiciones de trabajo y las remuneraciones serán precarias y temporales.

	Propuso, en el caso de la pesca pelágica, asignar las cuotas por naves, que son las que aportan las fuentes laborales; establecer el zarpe de la flota desde las 00:00 horas del lunes hasta las 18:00 horas del día sábado; 20 días seguidos de operación de la flota, por 10 días de “para”, y que la flota por operar no sea inferior al 60% de la flota actual, con objeto de mantener las fuentes laborales existentes.

14. Pesquera Isabella Ltda.

	Don Ramón Alfaro, representante, solicitó el rechazo del proyecto de ley, ya que, en su concepto, éste atenta contra la conservación del recurso, la sustentación de la estructura industrial existente, no optimiza la estabilidad y la calidad de la fuerza laboral, no maximiza la operación de la mayor cantidad de activos pesqueros, no fortalece la competitividad y menos valora los recursos.

	Manifestó que en la unidad de pesquería de la merluza común existen claras desigualdades entre los agentes que participan en el esfuerzo de pesca, tales como armadores artesanales y armadores industriales pequeños, medianos y de gran escala, por lo que la iniciativa debería reconocer esta realidad y no causar más desequilibrios económicos.  Asimismo, se debería aplicar un plan de manejo que contenga los antecedentes biológicos, pesqueros y económicos, las medidas de conservación y los requerimientos de investigación y los programas de fiscalización como medidas de control de esfuerzo.

15. Pesquera Los Andes Ltda.

	Don Carlos Hernández, asesor legal, hizo presente su rechazo al proyecto en estudio, toda vez que, a su juicio, pretende distribuir entre un grupo privilegiado de empresas el derecho a capturar los recursos pesqueros del país y no tiene por objeto la conservación de los recursos ni pretende proteger o promover el empleo pesquero.

	Además, si bien, pretende ser un proyecto transitorio, lo que se busca es producir efectos permanentes en la distribución de los derechos de acceso al recurso pesquero.  En efecto, la iniciativa tiene como objetivo único y exclusivo regalar los derechos de pesca en forma permanente a un grupo de empresas, en el carácter de cuotas individuales transferibles de captura.

16. Consejo Zonal de Pesca V a IX Regiones.

	Don Juan Montenegro, Consejero, consideró necesario el proyecto para una buena administración, ya que permite regular el sector por medio de los recursos, en lugar de la capacidad de captura, y elimina la “carrera olímpica” en los recursos regulados por cuotas globales.  Sin embargo, las cuotas deben ser parcializadas por mes, cubriendo los 12 meses del año, para lograr una disminución de la cesantía.  Además, objetó los artículos 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9° y 20 del proyecto.

	Finalmente, estimó que la iniciativa no da alternativas de solución a todos los sectores.  En efecto, se solucionan los problemas económicos de las empresas y se otorgan a la autoridad pesquera mayores herramientas de administración y una solución parcial al sector artesanal, pero no se encuentran soluciones a la gran masa de trabajadores.

17. Sociedad Pesquera Artisa Ltda.

	Don José Manuel Sierra, representante, sostuvo que este proyecto, por la vía de la captura histórica, pretende concentrar en un oligopolio la actividad pesquera del país en unas pocas pero grandes empresas, en desmedro de la gran masa de pequeños y medianos industriales y de los trabajadores.  En un escenario donde los recursos son escasos, los niveles de pérdida deben ser asumidos por todos, de acuerdo con ciertas consideraciones técnicas y económicas, que permitan un marco regulatorio que dé estabilidad social.

	Propuso, para la captura individual, que el Estado se dote de los elementos técnicos y tecnológicos para un control eficiente de este tipo de cuota  y evitar el descarte, destinado a cosechar lo mejor y botar lo que no sirve.  En este contexto, hay que subdividir las cuotas en la forma más horizontal posible, al objeto de garantizar mayor participación social.  De lo contrario, hay que licitar las especies por temporada.

18. Asociación Gremial de Armadores Artesanales de Talcahuano, VIII Región.

	Don William Aracena, Presidente, manifestó su desacuerdo con el proyecto, ya que consideró que no soluciona los problemas de fondo de la pesca en general y pone en riesgo, por su escasa claridad, la continuidad de la actividad pesquera artesanal.  Además, la iniciativa no generará nuevos empleos.

	Sugirió que la pesca artesanal tenga una legislación propia, apartada del sector industrial, que agrupa a grandes inversionistas, una normativa que asegure la sustentabilidad de una actividad pesquera desarrollada bajo una cultura propia de las comunidades costeras dedicadas al oficio pesquero, que evite la limitación a una región, las perforaciones en el área de reserva, el menoscabo económico ante la imposibilidad de transferir las pesquerías y la pérdida de las pesquerías inscritas por no haber efectuado pesca efectiva.

19. Departamento Pesquero CUT, VIII Región.

	Don Hugo Pérez, Coordinador, sostuvo que el proyecto define, por espacio de dos años, una cuota importante de las pesquerías concentrada en pocos conglomerados industriales, traspasando derechos y permisos históricos a derechos de propiedad absoluta, junto a una disminución gravitante de la flota industrial y sus correspondientes plantas de proceso, con el consiguiente costo social inherente.

	Abogó por la creación de una comisión interparlamentaria que analice, determine y proponga, con brevedad, la búsqueda de soluciones a los más de 25 mil desempleados directos e indirectos, tales como indemnizaciones, jubilaciones por incapacidad, capacitación, reinserción y reconversión laboral y soluciones sociales en los rubros de salud, vivienda y educación.

20. Confederación Trabajadores Pesqueros de Chile y Ramas Afines (CONTRAPECH).

	Don Alexis Cancino, Presidente, estuvo de acuerdo en intentar la alternativa que ofrece el proyecto, la que podrá ser evaluada luego de los dos años de funcionamiento, ya que permite ordenar el sistema, posibilitando que se cumpla la cuota global de captura y con ello se logre la conservación de los recursos.  Además, una captura ordenada se traduce en una mayor utilización de mano de obra.

	Sostuvo que la historia de todas las pesquerías mundiales muestra que la libertad de pesca y la “carrera olímpica” son nefastas y han llevado a la ruina a todos las pesquerías y a todos los recursos en donde se ha aplicado.  En nombre de los trabajadores, solicitó la aplicación de esta medida de administración, que permitirá conservar los recursos y, con ello, los empleos.

21. Asociación Plantas Pesqueras Consumo Humano (APLACH).

	Don Felipe Alegría, Vicepresidente, manifestó que el proyecto de ley, tal como ha sido formulado, beneficia sólo a los grandes grupos económicos, ya que les permite adquirir un carácter dominante y monopólico.

	Por otra parte, solicitó que se les asigne una cuota de los recursos pesqueros a las plantas elaboradoras para consumo humano, de manera de evitar la quiebra de las empresas conserveras y frigoríficas que representa.  Esta cuota global podría distribuirse en el 75% para el sector industrial, el 10% para el sector artesanal y el 15% para las plantas de consumo humano.

22. Asociación Gremial Caleta San Pedro de Los Vilos.

	Doña M. Cecilia Villablanca, asesora legal, expresó que los pescadores artesanales consideran que el proyecto es manifiestamente ilegal e inconstitucional, entre otras razones, porque estiman que la autoridad cuenta con herramientas para administrar las pesquerías, como son el sistema de licitación y la aplicación de una cuota global anual de captura, que puede ser fiscalizada a través del posicionador satelital.  Adujo, además, la falta de credibilidad de que adolecen los informes técnicos y científicos de la autoridad pesquera, que no reflejan el verdadero estado de los recursos y que la iniciativa no establece un sistema de división de cuotas individuales equitativo.

	A mayor abundamiento, la iniciativa vulnera su derecho exclusivo para pescar en la zona de reserva artesanal, al establecer una cuota industrial para la sardina y la anchoveta, recursos que tienen su hábitat dentro de las 5 millas y pone nuevos límites a la pesca artesanal, infringiendo el régimen de libertad de pesca que le asiste, afectando la esencia de sus derechos.  Finalmente, denunció la utilización de la pesca de investigación como forma de asignación de cuotas, desvirtuando esta institución, que no tiene fines de lucro.  Por todas estas razones, solicitó que la iniciativa sea estudiada por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados y anunció que se hará una presentación ante el Tribunal Constitucional.

23. Sindicato Nacional Interempresas de Oficiales de Marina de Pesca de Chile.

	Don Luis Almonacid, Presidente, sostuvo que este proyecto transitorio está destinado a eliminar a la pequeña y mediana empresa y a las comunidades costeras, asegurándoles el negocio a las grandes empresas, sin tomar en cuenta el impacto biopesquero ni menos el devastador impacto social que producirán los numerosos despidos.

	Propuso, para la pesca pelágica, asignar cuotas por nave, de manera que si una de ellas deja de operar, pierde su cuota; que el zarpe se produzca el día lunes a las 06:00 horas y la recalada a las 21:00 del día viernes; 20 días seguidos de operación de la flota por 10 días de “para”.  Para la pesca demersal, sugirió dividir el remanente de la cuota en 11 parcialidades, para permitir que el empleo y las remuneraciones de los trabajadores sean estables.  Para la pesca artesanal, solicitó libertad de pesca sin restricciones en todas las pesquerías y reserva exclusiva dentro de las 5 millas.

24. Asociación de Industriales Pesqueros de la V y VI Regiones.

	Don Cristián Jara, representante, manifestó su opinión favorable al proyecto, toda vez que contiene medidas indispensables para enfrentar la evidente crisis por la que atraviesa el sector pesquero.  Asimismo, la iniciativa recoge criterios apropiados para enfrentar los conflictos de interés que existen al interior del sector, apoyándose en el ejercicio de derechos históricos y en el reconocimiento de los permisos de acceso al recurso ya otorgados por la autoridad.

	Una actuación al margen de lo anterior resultaría arbitrario y esencialmente injusto y destruiría para siempre la certeza jurídica que ha permitido las inversiones de capital que han hecho posible el impresionante desarrollo pesquero nacional.  A mayor abundamiento, sostuvo que este proyecto es fruto de un difícil consenso logrado al interior del Consejo Nacional de Pesca, órgano fundamental de participación pesquera establecido en la ley de Pesca, a lo que debe agregarse el trabajo de mesas de diálogo regionales y comisiones especializadas.

25. Asociación de Plantas Procesadoras de la Región del Bío-Bío.

	Don Luis Felipe Moncada, representante, opinó que el país se encuentra frente a una crisis pesquera real y que este proyecto ha concitado el apoyo de importantes organizaciones laborales, de federaciones y de sindicatos verdaderamente representativos y de organizaciones gremiales empresariales, porque representa una solución verdadera para los intereses y para las necesidades del país.

	En efecto, constituye una solución para los trabajadores, que observan la transformación de su actividad en una de temporada; para las empresas, que van camino a la quiebra y, en especial, para evitar que la zona pesquera centro sur sufra el mismo destino de otras regiones del país, las cuales, por no contar con una solución efectiva como esta, llegaron a un gran nivel de concentración, en el cual una sola compañía pesquera domina el mercado.

Opiniones presentadas por escrito.

	Asimismo, durante el transcurso de la audiencia pública, hicieron llegar su opinión mediante documento escrito don Dagoberto Arcos, Presidente de INPESCA; don Marcelino González, representante de Pesquera González; don Mariano Villa, Secretario General de FETRINECH; don Luis Vargas y don Robinson Cárcamo, Consejeros Regionales de Pesca, VIII Región, sector laboral.  Todas estas opiniones, en términos generales, son favorables a la iniciativa en estudio.

IV. APROBACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.

	Vuestra Comisión, luego de analizar el contenido de esta iniciativa, de conocer los fundamentos expuestos por el Subsecretario de Pesca y de sus asesores y, luego de recibir en audiencia pública a los agentes del sector pesquero, compartió, en términos generales, los objetivos perseguidos por la iniciativa legal propuesta por S.E. el Presidente de la República, habida consideración de que la actividad pesquera nacional está viviendo una crisis cuyas causas pueden significar su colapso y gran cesantía en los trabajadores del sector.

	En el seno de la Comisión se intercambiaron argumentos que consideraban esta iniciativa como una medida adecuada para resolver la crisis, ya que reduce el esfuerzo pesquero para evitar la denominada “carrera olímpica”; sin embargo, también se sostuvo que esta medida puede ocasionar perjuicios a los pescadores artesanales y a los pequeños y medianos armadores industriales, en consideración a la necesidad de compartir recursos que se encuentran en una zona de reserva exclusiva para la pesca artesanal y a la probable concentración de la actividad pesquera, todo lo cual podría gravitar en el empobrecimiento y en el desempleo de un importante sector de la economía nacional.

	Bajo este esquema, vuestra Comisión debió pronunciarse acerca de la idea de legislar sobre la materia en dos oportunidades sucesivas, resultando, la primera vez, empatada la votación por seis votos a favor, seis en contra y una abstención.

	En la segunda oportunidad y, luego de un intenso debate, se convino en que la actual ley de Pesca requiere de modificaciones profundas, de largo análisis y con participación de todos los agentes involucrados en ella.  No obstante lo anterior, frente a un escenario de crisis, con la reducción de las cuotas de captura de las principales pesquerías y con la ineficacia de las medidas de administración contempladas en la legislación actual, se hace necesario, por medio de este proyecto, paliar, en parte, las consecuencias de una legislación que ha quedado obsoleta, en espera de que pueda prepararse un proyecto que actualice la normativa vigente.

	Hubo consenso, además, en la necesidad de regularizar el registro pesquero artesanal, lo que encuentra su fundamento en que una parte importante de los pescadores y naves artesanales ejercen su actividad, desde hace largo tiempo, al margen de la ley.  De este modo, se estima fundamental permitir, por una sola vez y por un período acotado, la inscripción de todos aquellos pescadores y armadores artesanales que han estado ejerciendo la actividad por años.

	Se hace presente que los Diputados integrantes de la Comisión estuvieron contestes en que esta iniciativa no constituye una solución definitiva de los problemas que aquejan al sector pesquero, pero consideraron necesario legislar, a fin de dar mayor tranquilidad y estabilidad para enfrentar y madurar una modificación definitiva de la actual ley de Pesca.

	En este convencimiento, vuestra Comisión procedió nuevamente a votar la idea de legislar, resultando aprobada por diez votos a favor, dos en contra y una abstención.

V. INDICACIONES RECHAZADAS E INADMISIBLES.

A) Indicaciones rechazadas.

Al artículo 1°.

	1. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para eliminar, en el inciso segundo del artículo 1°, la frase “la fracción de...”

	- Puesta en votación, se rechazó por mayoría de votos.

Al artículo 2°.

	2. De los Diputados señores Ceroni; Pérez, don José; Silva y Venegas, para eliminar, en el artículo 2°, las letras b), e), f), g), h), i), j), k), l), m) n), o) y p).

	3. Del Diputado señor Silva, para eliminar, en el artículo 2°, la letra e).

	4. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para sustituir el artículo 2° por el siguiente:

	“Artículo 2º.-  El límite máximo de captura se aplicará a las unidades de pesquería que a continuación se indican en el área marítima correspondiente al mar territorial y zona económica exclusiva, por fuera del área de reserva artesanal.

	a)	Jurel Trachurus murphyi, en el área marítima correspondiente a la III y IV Regiones.

	b)	Sardina Sardinops sagax y anchoveta Engraulis ringens, en el área marítima correspondiente a la III y IV Regiones.

	c)	Jurel Trachurus murphyi, en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región y el límite sur de la IX Región.

	d)	Jurel Trachurus murphyi, en el área marítima correspondiente a la X Región.

	e)	Sardina común Clupea bentincki y anchoveta Engraulis ringens, en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región y el límite sur de la X Región.

	f)	Merluza de cola Macruronus magellanicus, en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región y el límite sur de la X Región.”

	5. De los Diputados señores Arratia y Álvarez-Salamanca, para agregar el siguiente inciso final al artículo 2°:

	“En todo caso, se entenderá congelado, durante los dos años de vigencia de esta ley, el derecho o facultad de la autoridad representada por la Subsecretaría de Pesca, en términos de permitir la perforación en las cinco millas exclusivas de los pescadores artesanales.”

	- Puestas en votación estas indicaciones, fueron rechazadas por mayoría de votos.

Al artículo 3°.

	6. De los Diputados señores Melero y Ulloa, para suprimir el inciso segundo del artículo 3°.

	- Puesta en votación, se rechazó por mayoría de votos.

Al artículo 4°.

	7. De los Diputados señores Melero y Ulloa, para agregar, en el inciso segundo del artículo 4°, a continuación de la letra e), la letra f), eliminando la letra f) contemplada en el inciso cuarto del mismo artículo.

	8. De los Diputados señores Venegas, Letelier, don Juan Pablo y Muñoz, don Pedro, para sustituir el artículo 4° por el siguiente:

	“La cuota global anual se distribuirá entre los armadores con autorizaciones de pesca vigentes al 31 de agosto de 2000, conforme al porcentaje de participación que hayan tenido en el total de desembarques del año 1997 en todas las unidades de pesquería comprendidas en esta ley. Las naves autorizadas en virtud de una sustitución y que no registren desembarques durante ese año participarán en un porcentaje igual al promedio de los desembarques de las naves que se encuentren dentro de un parámetro similar conforme al reglamento de sustitución de embarcaciones pesqueras industriales.”

	9. De la Diputada Ovalle, para sustituir el artículo 4° por el siguiente:

	“Artículo 4°.-  El límite máximo de captura por armador para cada una de las unidades de pesquería a que se refiere el artículo 2° será el resultado de multiplicar el coeficiente de participación relativo por armador, expresado en porcentaje con siete decimales, por la cuota global anual de captura correspondiente al sector industrial, expresada en toneladas.

	El coeficiente de participación relativo por armador para cada una de las unidades de pesquería individualizadas en el artículo 2° será el resultado de dividir las capturas de todas las naves autorizadas al armador a la fecha de publicación de la resolución a que se refiere el artículo 5°, del período correspondiente a los tres años calendarios anteriores al establecimiento del límite máximo de captura por armador, por las capturas totales del mismo período de todos los armadores que cuenten con autorización vigente a esa misma fecha.

	En el evento de que alguna de las naves se encuentre autorizada en virtud de una sustitución, se considerarán las capturas efectuadas en el mismo período por la o las naves que dieron origen a esta.  Si en virtud de la sustitución se otorgó autorización a dos o más naves sustitutas, se distribuirán entre ellas las capturas de las naves que les dieron origen en la proporción que corresponda de acuerdo con el parámetro específico contenido en el reglamento de sustitución de embarcaciones pesqueras industriales.

	Se entenderá por captura lo informado en el formulario de desembarque industrial, debidamente recibido por el Servicio Nacional de Pesca conforme a las disposiciones comunes contenidas en el título V de la ley General de Pesca y Acuicultura.

	En el caso específico de aquellas pesquerías que hubiesen tenido prohibición de captura, por cualquier circunstancia, durante a lo menos tres meses en los años calendarios anteriores a la dictación de esta ley, se ocuparán como base de cálculo para la captura histórica los tres años anteriores que no hayan tenido restricción.”

	10. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para eliminar los incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto del artículo 4°, y para agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

	“La cuota global anual se distribuirá entre los armadores con autorizaciones de pesca vigentes al 31 de agosto de 2000, conforme al porcentaje de participación que hayan tenido en el total de desembarques del año 1997 en todas las unidades de pesquería comprendidas en esta ley.  Las naves autorizadas en virtud de una sustitución y que no registren desembarques durante ese año participarán en un porcentaje igual al promedio de los desembarques de las naves que se encuentren dentro de un parámetro similar conforme al reglamento de sustitución de embarcaciones pesqueras industriales.

	Un 15% de la cuota global anual deberá ser destinada a las plantas de procesamiento de productos del mar destinadas al consumo humano, que cuenten con autorización vigente al 31 de diciembre de 1997, en conformidad al reglamento.”

	11. De los Diputados señores Arratia y Navarro, para agregar, en el artículo 4°, el siguiente inciso, a continuación del inciso cuarto:

	“La pesquería individualizada en la letra f) será destinada íntegramente al consumo humano.”

	12. De los Diputados señores Venegas, Muñoz y Silva, para suprimir, en el inciso cuarto del artículo 4°, la letra m).

	- Puestas en votación estas indicaciones, se rechazaron por mayoría de votos.

Artículo nuevo.

	13. De los Diputados señores Venegas, Muñoz y Silva, para incorporar el siguiente artículo nuevo:

	“El coeficiente de participación relativo por armador para la unidad de pesquería individualizada en la letra m) del artículo 2° se determinará mediante el siguiente procedimiento:

	a) El 80% de la cuota anual establecida conforme al artículo 3º se dividirá por áreas de pesca. A los armadores de la IV Región le corresponderá el 20% de dicho total, a los armadores de la V Región le corresponderá el 40% y a los armadores de la VIII Región les corresponderá el 40%

	La cuota de cada región se dividirá entre los armadores pesqueros que pertenezcan a ella, destinándose el 30% de la misma a los pequeños armadores, el 30% a los medianos armadores y el 40% a los armadores de gran escala.

	b) Se entenderá que un armador pertenece la región donde principalmente ha declarado sus capturas en los últimos tres años.

	c) Cada armador podrá realizar sus capturas en caladeros ubicados en sus respectivas regiones, sin que le sea permitido pescar en una región distinta, aunque tenga autorización vigente para ello. El armador que efectúe capturas en una zona distinta a la de su región será sancionado conforme a lo establecido en el inciso segundo del artículo 11.

	d) El coeficiente de participación relativo de cada armador será el resultado de dividir la cuota zonal total a que se refiere la letra a) precedente por el número de armadores que participen de cada una de las categorías señaladas.

	e) Para los efectos de esta pesquería, los armadores se clasificarán en:

	Industriales pequeños: aquellos con una o dos naves de 100 o menos TRG y con una potencia de máquina igual o inferior a 500 HP.

	Industriales intermedios: aquellos con más de dos naves de 100 o menos TRG y con una potencia de máquina igual o inferior a 500 HP, o con una ó más naves de 150 o menos TRG y con una potencia de máquina de más de 500 e igual o inferior a 1000 HP.

	Industriales de gran escala: aquellos con una o más naves de más de 150 TRG y con una potencia de máquina superior a 1000 HP.

	f) Las flotas no podrán efectuar capturas los días sábado y domingo. Además, deberán respetarse las vedas biológicas que determine la Superintendencia conforme al procedimiento que establece la ley 18.892.

	g) El 20% restante de la cuota anual se licitará en cada una de las áreas de pesca que fija la letra a) precedente, en la misma proporción que le corresponde a cada área.”

	- Puesta en votación esta indicación, se rechazó por mayoría de votos.

Al artículo 5°.

	14. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para sustituir el inciso primero del artículo 5° por el siguiente:

	“En el mes de diciembre de 2000, la Subsecretaría de Pesca dictará una resolución para cada una de las pesquerías a que se refiere el artículo 2°, la que contendrá para cada nave la captura total anual desembarcada durante el año 1997.”

	- Puesta en votación, se rechazó por mayoría de votos.

Al artículo 10.

	15. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para agregar un inciso segundo, nuevo, al artículo 10, del siguiente tenor:

	“Se considerará como descarte el desecho voluntario de recursos hidrobiológicos que hayan sido capturados en la operación de las naves pesqueras antes de la llegada a puerto.”

	- Sometida a votación esta indicación, se rechazó por mayoría de votos.

Al artículo 11.

	16. De los Diputados señores Ulloa y Van Rysselberghe, para reemplazar los incisos tercero, cuarto, quinto y sexto del artículo 11, por los siguientes:

	“Los afectados dispondrán del plazo de diez días, contados desde la notificación de la resolución, para reclamar de ella ante el mismo Subsecretario, quien dispondrá de treinta días para revisar los informes y antecedentes que estime necesario y resolver la reclamación.  La resolución final del Subsecretario será reclamable con igual procedimiento ante el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, la que no será susceptible de recurso administrativo alguno.

	Los recursos de reclamación suspenden la aplicación de la sanción impuesta.”

	- Puesta en votación, se rechazó por mayoría de votos.

Artículos nuevos.

	17. De los Diputados señores Ceroni; Pérez, don José; Núñez, Cornejo y Acuña, para incorporar un artículo nuevo, del siguiente tenor:

	“Una vez vencida la vigencia de esta ley, se implementarán los mecanismos de asignación de cuotas individuales que resulten más adecuados para un manejo sustentable y eficiente de los recursos hidrobiológicos, como la licitación.”

	18. De los Diputados señores Ulloa y Melero, para incorporar un artículo nuevo, del siguiente tenor:

	“La fijación de límites máximos de captura respecto a unidades de pesquería que se encuentren dentro del área de reserva de la pesca artesanal dejará plenamente vigente dicha área de reserva y lo dispuesto en el artículo 47 de la ley General de Pesca y Acuicultura.”

	19. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para agregar un artículo nuevo, del siguiente tenor:

	“Durante la vigencia de esta ley, la Subsecretaría de Pesca no podrá autorizar el desarrollo de actividades pesqueras extractivas por naves industriales en las áreas reservadas a la pesca artesanal indicadas en los incisos primero y segundo del artículo 47 de la ley General de Pesca y Acuicultura, entre el límite sur de la Región de Antofagasta y el paralelo de latitud 57° sur.”

	- Puestas en votación estas indicaciones, se rechazaron por mayoría de votos.

Al artículo 20.

	20. Del Diputado señor Arratia, para agregar la siguiente oración, a continuación de la expresión “inciso segundo”:

	“y no implicará derecho alguno sobre las cuotas de pesca o extracción, una vez terminada la vigencia de esta ley.”

	- Puesta en votación, se rechazó por unanimidad.

Artículos nuevos.

	21. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para agregar un artículo nuevo, que modifique el inciso segundo del artículo 26 de la ley General de Pesca y Acuicultura en el siguiente sentido:

	“Las cuotas globales anuales de captura deberán ser distribuidas por mensualidades.”

	- Puesta en votación esta indicación, se rechazó por unanimidad.

	22. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para agregar el siguiente artículo nuevo:

	“La primera subasta en pesquerías sometidas al régimen de plena explotación a que se refiere el artículo 27 de la ley General de Pesca y Acuicultura será convocada para hacerse efectiva en dichas pesquerías respecto de las cuotas globales anuales establecidas para el año 2002.”

	- Sometida a votación esta indicación, se rechazó por mayoría de votos.

	23. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para agregar un artículo nuevo, del siguiente tenor:

	“El límite máximo de captura por armador no constituye reconocimiento de derecho histórico alguno sobre las pesquerías en que se ejerce.”

	- Puesta en votación, se rechazó por unanimidad.

B) Indicaciones declaradas inadmisibles.

Al artículo 7°.

	1. De los Diputados señores Melero y Ulloa, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 7°, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

	“Por último, dicha o dichas naves no inscritas podrán ser objeto de sustitución, ya sea según las reglas generales del artículo 32 de la ley General de Pesca y Acuicultura, o según el régimen de sustitución especial que se regirá especialmente por esta ley.  Dicha sustitución especial podrá pedirse al Servicio Nacional de Pesca en cualquier tiempo mientras la o las naves destinadas a ser sustituidas se mantengan como no inscritas, mediante la presentación de una mera solicitud que así lo requiera, indicando en ella el compromiso del armador de materializar la sustitución dentro del plazo de cinco años contado desde la recepción de la misma solicitud, y los demás elementos que establezca el reglamento que se dicte al efecto.  El Servicio Nacional de Pesca abrirá un registro especial de dichas solicitudes, las que se entenderán por aprobadas por el solo hecho de su anotación en el mencionado registro y, por tanto, por sustituida la nave desde tal fecha, careciendo, en consecuencia, tal nave sustituida así anotada en tal registro desde ese momento de autorización de pesca, sin perjuicio de mantener las demás naves inscritas en el registro a que se refiere el inciso primero, el total de los derechos de conformidad al mismo inciso, y por la vigencia de esta ley.” �

	2. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para sustituir el inciso segundo del artículo 7° por el siguiente:

	“Los pagos por patente única pesquera que hagan los armadores durante la vigencia de esta ley se aplicarán íntegramente al financiamiento del Fondo de Investigación Pesquera.  Las naves no inscritas quedarán exoneradas de la obligación de efectuar operación pesquera extractiva establecida en el artículo 143 b) de la ley General de Pesca y Acuicultura respecto de la unidad de pesquería con límite máximo de captura.” �

Al artículo 8°.

	3. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para agregar, entre los vocablos “entidad” y “auditora”, la palabra “pública”. �

Artículo nuevo.

	4. De los Diputados señores Navarro, Arratia; Pérez, don José, y Venegas, para agregar un artículo 22, nuevo, que sustituya el artículo 27 de la ley General de Pesca y Acuicultura por el siguiente:

	“Artículo 27.-  En las unidades de pesquerías sujetas al régimen de plena explotación, la Subsecretaría, por decreto supremo, adjudicará anualmente, mediante pública subasta, el derecho a capturar cada año el equivalente en toneladas al 5% de la cuota global anual de captura.

	El reglamento determinará los procedimientos de la subasta y el establecimiento de cortes en los derechos por subastar que permitan un adecuado acceso a los armadores y procesadores de productos del mar destinados al consumo humano, pequeños y medianos.” �

VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.

	Vuestra Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca pasó a votar cada uno de los artículos y las indicaciones presentadas, en la forma que se señala.

Artículo 1°.

	Establece la medida de administración denominada “límite máximo de captura por armador”.

	Durante el debate habido en el seno de la Comisión acerca de los alcances de esta disposición, fue factor decisivo el hecho de que esta medida de administración no modifica las actuales autorizaciones de pesca, sino que establece una limitación al ejercicio de la actividad pesquera industrial.

	- Puesto en votación, fue aprobado por mayoría de votos.

Artículo 2°.

	Determina las unidades de pesquería a que se aplicará el límite máximo de captura por armador.

	La Comisión, luego de debatir ampliamente acerca de la conveniencia de incorporar en esta normativa las unidades de pesquería que en ella se especifican, estimó necesario aplicar esta medida de administración a todas ellas.

	Además, se hizo presente que, el hecho de que las especies sardina y anchoveta sean objeto de esta medida, no constituye una alteración a la zona de reserva artesanal, establecida por el artículo 47 de la ley General de Pesca y Acuicultura.

	- Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 3°.

	Dispone la forma en que debe fijarse la cuota global anual de captura para cada una de las unidades de pesquería, determina un procedimiento para fijar la cuota, ante el evento de que el Consejo Nacional de Pesca no la apruebe y permite la modificación de la cuota de captura, más de una vez en el año.  Fue objeto de dos indicaciones:

	- La primera, de los Diputados señores Melero, Ulloa; Galilea, don José Antonio; Álvarez-Salamanca, Núñez, Acuña; Pérez, don José; Ceroni y Caminondo, que sustituye, en el inciso segundo, el guarismo “75%” por “80%”, las dos veces en que éste aparece en el texto.

	Los autores de la indicación la fundamentaron en el hecho de que el establecimiento de una cuota insuficiente, en circunstancias de que no todas las pesquerías tienen el mismo comportamiento, puede ser perjudicial para el sector.

	- La segunda, de los Diputados señores Ceroni, Caminondo; Cornejo, don Patricio; Álvarez-Salamanca; Pérez, don José; Acuña; Galilea, don José Antonio, y Núñez, que incorpora el siguiente inciso final:

	“La cuota global anual de captura establecida para las unidades de pesquería a que se refiere el artículo 2° deberá fraccionarse en más de un período dentro del año calendario.”

	Esta indicación, según sus autores, tiene por objeto fraccionar la cuota, de manera de permitir que la actividad se desarrolle a lo largo de todo el año, lo que, además, favorece la estabilidad en el empleo.

	- Puestas en votación, la primera de las indicaciones se aprobó por mayoría de votos, y la segunda, por unanimidad.

	El artículo, con las indicaciones, fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 4°.

	Establece los métodos de cálculo para determinar el coeficiente de participación relativo por armador, que sirve de base para la fijación del límite máximo de captura por armador.

	En el debate habido acerca de este artículo, vuestra Comisión estimó apropiado aplicar el método de captura histórica, tomando en consideración las capturas de los tres años anteriores al establecimiento de la medida, debido a que la información anterior al año 1997 sólo contempla antecedentes acerca del desembarque, pero no sobre el área en que se efectúan las operaciones.

	Asimismo, para el caso de las pesquerías de jurel, de sardina y de anchoveta, se convino en utilizar un método de cálculo basado en la capacidad de bodega y el área de pesca autorizadas, atendidas las prolongadas vedas que estas pesquerías han experimentado, lo que distorsionaría el método histórico.

	- Puesto en votación, fue aprobado por mayoría de votos.

Artículo 5°.

	Señala el procedimiento mediante el cual se determinan los antecedentes que sirven de base a la fijación del límite máximo de captura por armador.

	Durante la discusión de esta disposición se debatió acerca de los parámetros que la Subsecretaría de Pesca tendrá en consideración para que sirvan de base en el calculo del límite máximo de captura.

	- Puesto en votación, fue aprobado por mayoría de votos.

Artículo 6°.

	Permite a los armadores operar en conjunto con otros a los cuales se les aplique la misma medida.

	- Sin debate, fue sometido a votación y aprobado por unanimidad.

Artículo 7°.

	Autoriza a los armadores para determinar la o las naves autorizadas en la unidad de pesquería con que harán efectivo su límite máximo de captura y exonera del pago de la patente única pesquera y de la caducidad a las naves que no operen en la situación que señala.

	Durante el debate acerca de esta disposición, se sostuvo que existe una sobreinversión en flota pesquera, que debe tender a reducirse en el mediano plazo para producir una reordenación en el sector.  Respecto de las posibles consecuencias negativas de esta medida sobre el empleo, se señaló que ya se ha producido una gran cesantía y resultaría necesario garantizar la estabilidad en el empleo de los trabajadores que aún permanecen en la actividad.

	- Fue objeto de una indicación de los Diputados señores Ulloa, Álvarez-Salamanca, Ceroni, Acuña y Galilea, don José Antonio, que incorpora, en el inciso primero, pasando el punto aparte (.) a ser una coma (,). la siguiente frase final: “y con las limitaciones a las áreas de pesca establecidas para los artes o aparejos de pesca contenidas en las respectivas autorizaciones de pesca.”

	Los autores de la indicación fundamentaron su presentación en el hecho de que, dado que se autoriza a las naves inscritas para efectuar operaciones de pesca extractiva en toda el área de la respectiva unidad de pesquería, resulta necesario precisar el alcance de la ampliación del área autorizada, en relación con la interferencia de los artes de pesca en pesquerías no autorizadas.

	- Puesta en votación la indicación, se aprobó por unanimidad.

	- El artículo, con la indicación, fue aprobado por mayoría de votos.

Artículo 8°.

	Determina tanto la obligación del capitán de la nave de consignar la estimación de captura al momento de la recalada, como la del armador, de indicar las especies y volumen capturados y su destinatario.

	Respecto de este artículo, se acordó votar separadamente su inciso cuarto, que dispone que la información proporcionada por el armador sea certificada por una entidad auditora.

	Algunos señores Diputados estimaron inconveniente que esta certificación sea efectuada por entidades privadas, a pesar de que se hizo presente que esto no es óbice para que el Servicio Nacional de Pesca ejerza sus facultades fiscalizadoras.

	- Puestos en votación, separadamente, los incisos primero, segundo, tercero, quinto y sexto, fueron aprobados por unanimidad.

	- Puesto en votación el inciso cuarto, se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 9°.

	Sanciona a los armadores que sobrepasen su límite máximo de captura.

	- Sin discusión, fue aprobado por mayoría de votos.

Artículo 10.

	Castiga la falta de información de captura por parte del armador y el descarte.

	Luego de efectuado debate sobre esta disposición, hubo consenso entre los Diputados presentes en orden a precisar el concepto de descarte, por cuanto no está definido en la normativa vigente.

	Sobre el particular, el Subsecretario de Pesca se comprometió a estudiar la materia y sugerir una definición, tomando en consideración las opiniones vertidas durante la discusión.

	- Puesto en votación este artículo, se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 11.

	Establece el procedimiento de aplicación de las sanciones administrativas a las infracciones contempladas en los artículos 9° y 10.

	Durante la discusión, surgió la inquietud acerca de la falta de una instancia de reclamación ante la misma autoridad que decreta la sanción.  Al respecto, se hizo presente que el artículo 9° de la ley de Bases Generales de la Administración del Estado permite siempre la interposición del recurso de reposición ante el mismo órgano del que hubiere emanado el respectivo acto administrativo.

	Del mismo modo, ante dudas surgidas respecto de la necesidad de aplicar inmediatamente la sanción, sin suspenderla por la interposición de los recursos correspondientes, se sostuvo que ello podría significar que el inculpado continúe cometiendo la infracción, agravando sus consecuencias antes de aplicarse la sanción correspondiente.

	- Puesto en votación, fue aprobado por mayoría de votos.

Artículo 12, nuevo.

	Los Diputados señores Ceroni, Acuña; Cornejo, don Patricio; Núñez y Letelier, don Juan Pablo, presentaron una indicación, que incorpora el siguiente artículo, nuevo:

	“El establecimiento de límite máximo de captura por armador a que se refiere este título no constituirá derecho alguno en asignaciones de cualquier tipo que se efectúen en el futuro.”

	Los autores de la indicación la fundamentaron en la necesidad de dar tranquilidad a un sector de pescadores artesanales y de pequeños y medianos armadores industriales, que han manifestado su inquietud por los eventuales efectos permanentes y perjudiciales que esta iniciativa transitoria pudiera producir sobre sus intereses sectoriales.

	- Puesto en votación, fue aprobado por mayoría de votos.

Artículo 12, que pasó a ser 13.

	Determina el procedimiento y el plazo para regularizar el registro artesanal de pescadores artesanales.

	- Fue objeto de una indicación de los Diputados señores Ceroni, Venegas; Galilea, don José Antonio y Álvarez-Salamanca, que sustituye en el inciso primero, el guarismo “60” por “120”.

	Los Diputados autores de la indicación la fundamentaron en el hecho de que, según informaciones proporcionadas por el Servicio Nacional de Pesca, el lapso de 60 días propuesto para efectuar la regularización de la inscripción en el registro artesanal podría resultar insuficiente.

	- Puesto en votación, el artículo con la indicación, fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 13, que pasó a ser 14.

	Establece el procedimiento de regularización del registro artesanal de naves artesanales.

	- Sin discusión, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 14, que pasó a ser 15.

	Determina la obligación de los pescadores y de los armadores artesanales de actualizar sus antecedentes y requisitos necesarios para su inscripción en el registro artesanal.

	- Sin discusión y puesto en votación, se aprobó por unanimidad.

Artículo nuevo, que pasó a ser 16.

	- Los Diputados señores Ceroni, Acuña; Letelier, don Juan Pablo; Cornejo, don Patricio; Núñez, Venegas y Álvarez-Salamanca, presentaron una indicación que incorpora el siguiente artículo nuevo:

	“Durante el período de vigencia de esta ley, la Subsecretaría de Pesca no autorizará la operación industrial dentro de la franja de reserva artesanal a que se refiere el artículo 47 de la ley General de Pesca y Acuicultura en aquellas regiones en que al 7 de noviembre de 2000 no se encuentre autorizada la operación industrial en dichas áreas.”

	Sus autores quisieron, con esta indicación, dar una señal clara y precisa al sector de pescadores artesanales en cuanto a que la iniciativa no pretende vulnerar su zona de reserva, sino que, por el contrario, la resguarda.

	Al mismo tiempo, se hizo presente que al 7 de noviembre del presente año, sólo se encuentran resueltas perforaciones industriales entre la I y la IV Regiones del país, las que se mantendrán en esa situación.  Sin embargo, los autores pretender prohibir, durante la vigencia de esta normativa, las perforaciones desde la V a la XII Regiones.

	- Puesto en votación, se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 15, que pasó a ser 17.

	Determina la obligación, tanto de los armadores como de los gerentes o administradores de plantas procesadoras, de aceptar, a bordo de las naves o dentro de las plantas, a observadores científicos, al objeto de que recopilen información pesquera y biológica.

	- Los Diputados señores Álvarez-Salamanca, Ceroni y Venegas presentaron una indicación para eliminar, en el inciso primero, la frase “en unidades de pesquería sometidas a la medida de administración que regula esta ley,” y, en el inciso segundo, la expresión “de estos recursos,”.

	Sus autores sostuvieron la necesidad de hacer permanente la exigencia, tanto a las naves como a las plantas procesadoras, de aceptar observadores científicos a bordo o en sus instalaciones.

	- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.

	- Puesto en votación el artículo con la indicación, se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 16, que pasó a ser 18.

	Modifica el artículo 50 de la ley General de Pesca y Acuicultura para permitir que la Subsecretaría de Pesca regule el reemplazo de las inscripciones vacantes en el registro artesanal de modo compatible con la sustentabilidad de las pesquerías.

	Consultada la autoridad administrativa, sostuvo que la disposición antedicha tiene por objeto impedir que las vacantes en el registro artesanal sean provistas en el caso de que exista sobreesfuerzo sobre el recurso correspondiente.

	- Puesto en votación, se aprobó por unanimidad.

Artículo 17, que pasó a ser 19.

	Modifica el artículo 55 de la ley de Pesca, para impedir la caducidad en el registro artesanal de la inscripción del pescador artesanal que haya dejado de ejercer las actividades correspondientes en virtud de caso fortuito o fuerza mayor.

	A juicio del representante del Ejecutivo, la incorporación de esta disposición pretende subsanar una omisión en la normativa vigente, que contempla esta causal para los industriales, pero no para los artesanales.

	- Puesto en votación, fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 18, que pasó a ser 20.

	Dispone que el proyecto de ley no modifica lo establecido en la ley General de Pesca y Acuicultura, salvo en lo expresamente señalado y determina que, para todos los efectos del artículo 165 de la ley de Pesca, el límite máximo de captura corresponde a una medida de administración.

	El Subsecretario de Pesca explicó los alcances de esta disposición, haciendo presente que el artículo 165 de la ley General de Pesca y Acuicultura faculta al Ministro de Economía, con consulta al Ministro de Relaciones Exteriores, para extender las medidas de administración por fuera de la zona económica exclusiva, respecto de las especies altamente migratorias o transzonales.

	- Puesto en votación, se aprobó por unanimidad.

Artículo 19, que pasó a ser 21.

	Modifica el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 5, de 1983, para permitir al Director del Servicio Nacional de Pesca dictar resoluciones en lugar de instrucciones.

	Explicó la autoridad administrativa que esta norma pretende solucionar algunas dificultades de orden legal que el Director del Servicio Nacional de Pesca ha enfrentado, como producto de esa limitación a sus facultades.

	- Puesto en votación, se aprobó por asentimiento unánime.

Artículo nuevo, que pasó a ser 22.

	- Los Diputados señores Muñoz, don Pedro; Ceroni; Letelier, don Juan Pablo y Venegas, presentaron una indicación para agregar un artículo nuevo del siguiente tenor:

	“Introdúcese el siguiente inciso tercero en el artículo 26 de la ley General de Pesca y Acuicultura, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente:  “Las cuotas globales anuales deberán dividirse en dos fracciones.  Una de esas fracciones deberá asignarse a los pequeños armadores industriales”.”

	Sus autores estimaron necesario distinguir al sector de pequeños armadores industriales de los grandes empresarios pesqueros, dado que si bien la normativa vigente los contempla en una categoría especial, no les otorga una cuota diferenciada, tomando en consideración que, por las limitaciones propias de su calificación, no se encuentran en condiciones de competir con los grandes armadores industriales.

	- Puesto en votación, se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 20, que pasó a ser 23.

	Determina la vigencia transitoria de esta ley, hasta el 31 de diciembre de 2002, con excepción de las disposiciones que señala.

	- El Diputado señor Ceroni presentó una indicación para agregar, entre la expresión “los artículos” y el número “16”, un número “15”.

	Esta indicación tiene por objeto incluir al artículo 15 (que pasó a ser 17) dentro de las disposiciones de carácter permanente, a fin de que la exigencia de autorizar observadores científicos a bordo de las naves y en las instalaciones de las plantas procesadoras, tenga ese carácter.

	- Puesto en votación el artículo con la indicación, se aprobó por unanimidad.

VII. CONSTANCIAS.

	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:

	1.  Que la Comisión determinó, por mayoría de votos, que el título I del proyecto debe ser votado con quórum calificado.

	2. Que, en relación con lo preceptuado en el artículo 220 del Reglamento, el Presidente de la Comisión, en uso de sus atribuciones reglamentarias y con el asentimiento unánime de la misma, determinó que el artículo 7° de este proyecto de ley requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda, en cuanto exonera del pago de la patente única pesquera a las naves no inscritas para efectuar operaciones de pesca extractiva.

	3.  Que, en virtud del artículo 15 del Reglamento, se introdujeron en el proyecto de ley algunas correcciones formales, que no es del caso detallar.

ViII. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA COMISIÓN.

	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado informante, vuestra Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca os recomienda aprobar el siguiente

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DEL LÍMITE MÁXIMO DE CAPTURA POR ARMADOR

	Artículo 1°.-  Durante la vigencia de esta ley, las unidades de pesquería que se individualizan en el artículo 2° se someterán a una medida de administración denominada límite máximo de captura por armador.

	Dicha medida de administración consiste en distribuir anualmente la fracción de la cuota global anual de captura asignada al sector industrial, para la unidad de pesquería, entre los armadores que tengan naves con autorización de pesca vigente para desarrollar actividades pesqueras extractivas en ella, a la fecha de publicación de la resolución a que se refiere el artículo 5°.

	Artículo 2°.-  El límite máximo de captura se aplicará a las unidades de pesquería que a continuación se indican en el área marítima correspondiente al mar territorial y zona económica exclusiva, por fuera del área de reserva artesanal, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 47 de la ley General de Pesca y Acuicultura.

	a)	Jurel Trachurus murphyi, en el área marítima correspondiente a la III y IV Regiones.

	b)	Sardina Sardinops sagax y anchoveta Engraulis ringens, en el área marítima correspondiente a la III y IV Regiones.

	c)	Jurel Trachurus murphyi, en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región y el límite sur de la IX Región.

	d)	Jurel Trachurus murphyi, en el área marítima correspondiente a la X Región.

	e)	Sardina común Clupea bentincki y anchoveta Engraulis ringens, en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región y el límite sur de la X Región.

	f)	Merluza de cola Macruronus magellanicus, en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región y el límite sur de la X Región. 

	g)	Merluza de cola Macruronus magellanicus, en el área marítima comprendida entre el límite norte de la XI Región y el límite sur de la XII Región.

	h)	Merluza del sur Merluccius australis, en el área marítima comprendida entre los paralelos 41° 28,6 L.S. y 47° L.S. 

	i)	Merluza del sur Merluccius australis, en el área marítima comprendida entre los paralelos 47° L.S. y 57° L.S.

	j)	Congrio dorado Genypterus blacodes, en el área marítima comprendida entre los paralelos 41° 28,6 L.S. y 47° L.S. 

	k)	Congrio dorado Genypterus blacodes, en el área marítima comprendida entre los paralelos 47° L.S. y 57° L.S.

	l)	Merluza de tres aletas Micromesistius australis, en el área marítima comprendida entre el paralelo 41° 28,6 L.S. y el límite sur de la XII Región.

	m)	Merluza común Merluccius gayi, en el área marítima comprendida entre el límite norte de la IV Región y el paralelo 41° 28,6 L.S.

	n)	Camarón nailon Heterocarpus reedi, en el área marítima comprendida entre el límite norte de la II Región y el límite sur de la VIII Región.

	o)	Langostino amarillo Cervimunida johni, en el área marítima correspondiente a la III y IV Regiones.

	p)	Langostino colorado Pleuroncodes monodon, en el área marítima comprendida entre el límite norte de la I Región y el límite sur de la IV Región.

	Artículo 3°.-  Para los efectos de la aplicación de la medida de administración, deberá fijarse una cuota global anual de captura para cada una de las unidades de pesquería a que se refiere el artículo anterior, de conformidad con lo dispuesto en la ley General de Pesca y Acuicultura.

	En el evento de que el Consejo Nacional de Pesca no apruebe la cuota global anual de captura propuesta por la Subsecretaría de Pesca, para el año siguiente regirá automáticamente el 80% de la cuota global anual de captura establecida para el año inmediatamente anterior de esa unidad de pesquería.  Si no existiere cuota global anual de captura para ese año, regirá como cuota global anual el 80% de las capturas totales realizadas en la unidad de pesquería durante el año anterior.

	La cuota global anual de captura establecida para las unidades de pesquería a que se refiere el artículo 2° podrá modificarse más de una vez en el año, de acuerdo con el procedimiento respectivo.  Cuando se modifique la cuota de captura, deberá modificarse el decreto que establece los límites máximos de captura por armador y la resolución a que se refiere el artículo 6°, cuando corresponda.

	La cuota global anual de captura establecida para las unidades de pesquería a que se refiere el artículo 2°, deberá fraccionarse en más de un período dentro del año calendario.

	Artículo 4°.-  El límite máximo de captura por armador para cada una de las unidades de pesquería a que se refiere el artículo 2° será el resultado de multiplicar el coeficiente de participación relativo por armador, expresado en porcentaje con siete decimales, por la cuota global anual de captura correspondiente al sector industrial, expresada en toneladas.

	El coeficiente de participación relativo por armador para las unidades de pesquería individualizadas en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2° será el resultado de dividir la capacidad de bodega corregida de todas las naves autorizadas al armador a la fecha de la resolución a que se refiere el artículo 5° por la sumatoria de todas las capacidades de bodega corregidas de todos los armadores con autorización vigente a esa misma fecha en la unidad de pesquería correspondiente.

	Para determinar la capacidad de bodega corregida de cada nave, se multiplicará la capacidad de bodega autorizada, expresada en metros cúbicos, por el coeficiente de corrección que le corresponda.  El coeficiente de corrección de cada nave será el resultado de dividir la longitud del área autorizada a ella en la unidad de pesquería por la longitud total de la unidad de pesquería, ambas medidas en línea recta imaginaria trazada entre las latitudes que correspondan a la línea de costa, en orientación norte sur y expresadas en millas náuticas.  Las coordenadas necesarias para efectuar el cálculo del coeficiente de corrección deberán ser obtenidas de las cartas náuticas vigentes, escala 1:500.000, elaboradas por el Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada.

	El coeficiente de participación relativo por armador para cada una de las unidades de pesquería individualizadas en las letras f), g), h), i), j), k), l), m), n), o) y p) del artículo 2° será el resultado de dividir las capturas de todas las naves autorizadas al armador a la fecha de publicación de la resolución a que se refiere el artículo 5°, del período correspondiente a los tres años calendarios anteriores al establecimiento del límite máximo de captura por armador, por las capturas totales del mismo período de todos los armadores que cuenten con autorización vigente a esa misma fecha.

	En el evento de que alguna de las naves se encuentre autorizada en virtud de una sustitución, se considerarán las capturas efectuadas en el mismo período por la o las naves que dieron origen a ésta.  Si en virtud de la sustitución se otorgó autorización a dos o más naves sustitutas, se distribuirán entre ellas las capturas de las naves que les dieron origen en la proporción que corresponda de acuerdo con el parámetro específico contenido en el reglamento de sustitución de embarcaciones pesqueras industriales.

	Se entenderá por captura lo informado en el formulario de desembarque industrial, debidamente recibido por el Servicio Nacional de Pesca conforme a las disposiciones comunes contenidas en el Título V de la ley General de Pesca y Acuicultura.

	Artículo 5°.-  En el mes de septiembre de cada año, la Subsecretaría de Pesca dictará una resolución para cada una de las unidades de pesquería a que se refiere el artículo 2°, la que contendrá para cada nave, a lo menos, la captura total anual desembarcada del trienio correspondiente, la capacidad de bodega autorizada expresada en metros cúbicos y el área o regiones autorizadas en la unidad de pesquería, según corresponda.

	Los titulares de las autorizaciones de pesca podrán reclamar con antecedentes fundados ante el Ministro de Economía respecto de la información consignada en la resolución, dentro del plazo de 10 días corridos contados desde su publicación.  Tratándose de reclamaciones relativas a la información de captura, deberá indicarse específicamente la diferencia reclamada respecto de cada mes y año.  En caso contrario, la reclamación no será acogida a trámite, respecto de esa materia.

	El Ministro resolverá dichas reclamaciones en el plazo de 30 días y comunicará al interesado su decisión por carta certificada.  Resueltas las reclamaciones o transcurrido el plazo para interponerlas, se dictará un decreto supremo que fijará los límites máximos de captura por armador, respecto de cada una de las unidades de pesquería a que se refiere el artículo 2°.

	Cuando deba modificarse el coeficiente de participación relativo de un armador y, consecuentemente, su límite máximo de captura, no se modificarán los límites máximos de captura del resto de los titulares.

	Artículo 6°.-  Una vez publicado el decreto que establece el límite máximo de captura por armador, los armadores podrán optar por someterse a esta medida de administración conjuntamente con otros armadores que se encuentren bajo la aplicación de la misma medida.  El grupo de armadores que opte por esta modalidad deberá manifestar su voluntad por escrito a la Subsecretaría, dentro del plazo de 10 días corridos contados desde la fecha de publicación del decreto respectivo.

	La Subsecretaría dictará una resolución dentro de los 5 días siguientes, reconociendo la participación conjunta de los grupos de armadores y el límite máximo de captura que le corresponda a cada uno de ellos.  El ejercicio de esta opción es irrevocable durante el año calendario correspondiente.

	Artículo 7°.-  El armador o grupo de armadores que tengan más de una nave bajo su titularidad podrán optar por efectuar operaciones de pesca extractiva con una o más de sus naves autorizadas, efecto para el cual deberán inscribir en el Servicio Nacional de Pesca la o las naves con que harán efectivo su límite máximo de captura.  Las naves inscritas podrán efectuar operaciones de pesca extractiva en toda el área de la respectiva unidad de pesquería, con excepción de los barcos fábrica, que deberán operar de acuerdo con lo establecido en la ley General de Pesca y Acuicultura, y con las limitaciones a las áreas de pesca establecidas para los artes o aparejos de pesca, contenidas en las respectivas autorizaciones de pesca.

	Las naves no inscritas quedarán exoneradas de la obligación de pago de la patente única pesquera y de la obligación de efectuar operación pesquera extractiva establecida en el artículo 143, letra b), de la ley General de Pesca y Acuicultura, ambas excepciones sólo respecto de la unidad de pesquería con límite máximo de captura por armador y su fauna acompañante.

	Sin perjuicio de lo anterior, para el solo efecto de la historia de las capturas de cada  nave, las capturas efectuadas por las naves inscritas para los efectos de esta ley se distribuirán a prorrata entre todas las naves que dieron origen al límite máximo de captura por armador, de acuerdo con el coeficiente de participación relativo de cada nave.

	Artículo 8°.-  Los capitanes de las naves pesqueras pertenecientes a armadores sujetos a la medida de administración de esta ley, se encuentren o no inscritas de acuerdo con el artículo 7°, deberán, por viaje de pesca, llenar y entregar al Servicio Nacional de Pesca una copia del formulario que para tal efecto dispondrá ese Servicio.  El formulario deberá señalar, a lo menos, fecha y hora de recalada a puerto, área de pesca, recursos capturados y la cantidad estimada de cada uno de ellos, expresada en toneladas.  La copia del  formulario deberá ser entregada o enviada vía fax al Servicio dentro de las dos horas siguientes a la recalada.  El original del formulario deberá ser entregado por el capitán de la nave a su armador.

	Los armadores o a quienes éstos faculten deberán llenar el formulario original con la información de captura por viaje de pesca, indicando a lo menos las especies y volumen capturado, expresado en toneladas, de cada una de ellas y su destinatario.

	Si la captura de un viaje de pesca es entregada a más de un destinatario, el armador deberá consignar en el formulario los nombres de todos ellos, especificando en cada caso los recursos y volúmenes involucrados.

	La información contenida en el formulario que debe llenar el armador deberá ser certificada al momento del pesaje por una entidad auditora acreditada por el Servicio Nacional de Pesca.  El armador deberá entregar o enviar vía fax, al Servicio Nacional de Pesca que corresponda, una copia de dicho formulario, dentro de las dos horas siguientes al pesaje.

	El formulario original deberá ser entregado por la entidad certificadora en la oficina del Servicio que corresponda, a más tardar el día hábil siguiente al de recalada de la nave.

	La forma, requisitos y condiciones de la certificación y acreditación de las entidades auditoras será establecida por resolución del Servicio.

	Artículo 9°.-  Al armador o grupo de armadores que sobrepasen el límite máximo de captura establecido en un año calendario se le descontará al año siguiente el triple del exceso, expresado en porcentaje para cada uno de los coeficientes de participación relativos de cada una de las naves que dio origen al límite máximo de captura en la unidad de pesquería correspondiente.

	Al armador o grupo de armadores que sobrepase el límite máximo de captura establecido en el último año calendario en que se aplique esta medida de administración, al año siguiente deberá paralizar por dos meses las actividades pesqueras extractivas de todas las naves que dieron origen a su límite máximo de captura.

	Artículo 10.-  Al armador o grupo de armadores que desembarque y no informe sus capturas de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el artículo 8° o efectúe descarte, se le descontará el 30% del límite máximo de captura que le corresponda en la unidad de pesquería durante ese año calendario. Si al armador o grupo de armadores se le hubiere agotado su límite máximo de captura para ese año, se le descontará del año siguiente.

	Al armador o grupo de armadores que desembarque y no dé cumplimiento al procedimiento de certificación a que se refiere el artículo 8° en la forma y condiciones establecidas, se le descontará el 10% del límite máximo de captura que le corresponda en la unidad de pesquería durante ese año calendario.  Si al armador o grupo de armadores se le hubiere agotado su límite máximo de captura para ese año, se le descontará del año siguiente.

	Artículo 11.-  Las sanciones administrativas a que se refieren los artículos 9° y 10, serán impuestas por resolución de la Subsecretaría de Pesca, previo informe del Servicio.

	La resolución será notificada al armador o grupo de armadores por carta certificada, la que se entenderá legalmente practicada después de un plazo adicional de tres días, contados desde la fecha de su despacho por la oficina de correos.

	Los afectados dispondrán del plazo de 10 días, contados desde la notificación de la resolución, para reclamar de ella ante el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción.

	El Ministro dispondrá del plazo de treinta días para recabar los informes y antecedentes que estime necesarios y resolver la reclamación.

	La resolución del Ministro que resuelva la reclamación no será susceptible de recurso administrativo alguno.

	El recurso de reclamación no suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por resolución de la Subsecretaría de Pesca.

	Artículo 12.-  El establecimiento del límite máximo de captura por armador a que se refiere este título no constituirá derecho alguno en asignaciones de cualquier tipo que se efectúen en el futuro.

TITULO II

DE LA REGULARIZACIÓN DEL REGISTRO ARTESANAL

	Artículo 13.-  Durante los 120 días siguientes a la publicación de la esta ley, los pescadores artesanales podrán inscribirse en el Registro Artesanal que lleva el Servicio Nacional de Pesca, en aquellas pesquerías en que se encuentre transitoriamente suspendida la inscripción de conformidad a lo establecido en el artículo 33 de la ley General de Pesca y Acuicultura, en la forma y condiciones que a continuación se establecen.

	1)	Los pescadores artesanales que se encuentren inscritos en el Registro en una o más especies de una pesquería, podrán solicitar inscripción en todas las especies de la pesquería respectiva. 

	2)	Los pescadores artesanales que se encuentren inscritos al 31 de julio de 2000 en el Registro en lista de espera en una o más especies de una pesquería, podrán solicitar inscripción de dichas especies y sus asociadas. En el evento de que no tengan inscrita ninguna especie afín de la respectiva pesquería, podrán optar por inscribir una de ellas.

	3)	Las personas naturales que no se encuentren inscritas en el Registro podrán solicitar inscripción sólo en una pesquería.  Si la pesquería tuviere más de una especie afín, tendrá que optar por una de ellas.

	Se entenderá por pesquería lo establecido en el reglamento contenido en el decreto supremo 635, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

	Para ejercer el derecho que confiere este artículo, los pescadores artesanales deberán presentar una solicitud en la oficina del Servicio Nacional de Pesca que corresponda, acreditando el cumplimiento de los siguientes requisitos:

	a)	Tener matrícula vigente en la categoría por inscribir, al 31 de julio de 2000, otorgada por una capitanía de puerto dependiente de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, acorde a las pesquerías en que solicita su inscripción.

	b)	Dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 51 de la ley General de Pesca y Acuicultura.

	c)	Indicar el arte o aparejo de pesca con que realizará la actividad extractiva, en el evento de que en la inscripción no lo haya consignado.

	Artículo 14.-  En el mismo plazo, forma y condiciones establecidas en el artículo anterior, podrán inscribirse en el Registro Artesanal las naves artesanales matriculadas al 31 de julio de 2000 en los  registros de naves menores que llevan las capitanías de puerto dependientes de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante y que mantengan vigente su matrícula a la fecha de la solicitud.

	Para los efectos señalados anteriormente, los armadores artesanales deberán, además, acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 52 de la ley General de Pesca y Acuicultura y en el reglamento contenido en el decreto supremo 635 de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

	Asimismo, el armador deberá indicar el arte o aparejo de pesca con que realizará la actividad extractiva, en el evento de que en la inscripción no lo haya consignado.

	Artículo 15.-  Dentro del plazo establecido en el inciso primero del artículo 13, los pescadores y armadores artesanales inscritos que no tengan actualizados o vigentes los requisitos establecidos en el artículo 51 y 52 de la ley General de Pesca y Acuicultura, según corresponda, deberán concurrir al Servicio Nacional de Pesca al objeto de actualizarlos. 

	El no cumplimiento de esta obligación significará la pérdida de la inscripción, la que será dejada sin efecto por resolución del Servicio Nacional de Pesca, la cual será notificada al afectado por carta certificada.

	Del mismo modo, para mantener vigente la inscripción en el Registro Artesanal, los pescadores y armadores artesanales deberán renovar anualmente su inscripción en el Servicio Nacional de Pesca, acreditando la vigencia de todos los requisitos establecidos en el artículo 51 ó 52 de la ley General de Pesca y Acuicultura, según corresponda.  Dicha acreditación deberá efectuarse dentro del mes correspondiente al de su inscripción original en el Servicio Nacional de Pesca.

	Artículo 16.-  Durante el período de vigencia de esta ley, la Subsecretaría de Pesca no autorizará la operación industrial dentro de la franja de reserva artesanal a que se refiere el artículo 47 de la ley General de Pesca y Acuicultura, en aquellas regiones en que al 7 de noviembre de 2000 no se encuentre autorizada la operación industrial en dichas áreas.

TITULO III

DISPOSICIONES VARIAS

	Artículo 17.-  Los armadores pesqueros industriales que realicen actividades pesqueras extractivas deberán aceptar a bordo de sus naves los observadores científicos que designe la Subsecretaría de Pesca para efectos de recopilar información biológico-pesquera de la pesquería.

	Para los mismos efectos señalados precedentemente, el gerente o administrador de las plantas procesadoras deberá permitir el ingreso y dar las facilidades necesarias a los observadores científicos que designe la Subsecretaría de Pesca para tomar la información biológica-pesquera.

	Artículo 18.-  Modifícase el inciso final del artículo 50 de la ley General de Pesca y Acuicultura, en el sentido de agregar a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser un punto seguido (.), la siguiente oración: “La Subsecretaría determinará, por resolución fundada, el número de inscripciones vacantes que podrán ser reemplazadas, de modo que el esfuerzo de pesca ejercido en cada pesquería no afecte la sustentabilidad del recurso.”

	Artículo 19.-  Modifícase la letra a) del artículo 55 de la ley General de Pesca y Acuicultura, en el sentido de agregar lo siguiente a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,): “salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente acreditada, caso en el cual el Servicio autorizará por una sola vez una ampliación de plazo, la que será de hasta un año, contado desde la fecha de término del cumplimiento de un año de la suspensión de actividades.”

	Artículo 20.-  La regulación establecida en esta ley no altera la aplicación de la ley General de Pesca y Acuicultura, contenida en el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y sus modificaciones, en todo aquello en que no la modifica expresamente.

	Para los efectos de lo establecido en el artículo 165 de la ley General de Pesca y Acuicultura, se entenderá como norma de conservación y manejo el límite máximo de captura por armador a que se refiere esta ley.

	Artículo 21.-  Sustitúyese, en el artículo 28, letra a), del decreto con fuerza de ley N° 5, de 1983, y sus modificaciones, la palabra “instrucciones” por “resoluciones”.

	Artículo 22.-  Introdúcese el siguiente inciso tercero en el artículo 26 de la ley General de Pesca y Acuicultura, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser cuarto, quinto, sexto y séptimo, respectivamente: “Las cuotas globales anuales deberán dividirse en dos fracciones.  Una de esas fracciones deberá asignarse a los pequeños armadores industriales.”

	Artículo 23.-  Esta ley tendrá vigencia hasta el 31 de diciembre de 2002, con excepción de lo establecido en los artículos 17, 18, 19, 21 y 9° inciso segundo.”

�

	Se designó Diputado informante al señor GUILLERMO CERONI FUENTES.

	SALA DE LA COMISIÓN, a 7 de noviembre de 2000.





















	Acordado en sesiones de fecha 5 y 12 de septiembre, 3, 10 y 11 de octubre y 2 y 7 de noviembre de 2000, con la asistencia de los Diputados señores Ceroni (Presidente), Acuña, Álvarez-Salamanca, Caminondo; Galilea, don José Antonio; Melero, Ulloa, Naranjo, Núñez; Pérez, don José; Recondo, Rincón y Silva.

	Se hace constar que el Diputado señor Ulloa reemplazó, durante toda la discusión de este proyecto de ley, al Diputado señor Monge.

	Por la vía del reemplazo, asistieron la Diputada señora Rozas, doña María y los Diputados señores Arratia; Cornejo, don Patricio; Hernández, Leay; Letelier, don Juan Pablo; Navarro, Van Rysselberghe y Venegas.

	Asistieron, además, los Diputados no miembros de la Comisión señoras González, doña Rosa y Ovalle, doña María Victoria, y señores Ascencio, Barrueto, Delmastro; Galilea, don Pablo; Elgueta, Encina, Fossa; García, don René Manuel, Molina; Muñoz, don Pedro; Sánchez, Seguel, Tuma, Velasco, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.















MIGUEL CASTILLO JEREZ,

Secretario de la Comisión.
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��Anexo de documentos (boletín 2578-01).

Sociedad Nacional de Pesca (SONAPESCA).

Asociación Nacional Armadores de Buques Pesqueros de Alta Mar A.G. (ANAPESCA).

Confederación Nacional de Pescadores Artesanales (CONAPACH).

Confederación Nacional Federaciones de Pescadores de Chile (CONFEPACH).

Federación de Sindicatos de Industrias Pesqueras (FESIP).

Federación Gremial Industrias Pesqueras Macrozona X, XI y XII (FIPES).

Federación Nacional de Sindicatos de Tripulantes de Naves Especiales de Chile (FETRINECH).

Asociación de Industriales Pesqueros de la Región de Bío-Bío (ASIPES).

Confederación Nacional Federaciones y Sindicatos Gente de Mar, Marítimos, Portuarios y Pesqueros (CONGEMAR).

Agrupación de Sindicatos Pesqueros de la Cuenca del Carbón.

Asociación Gremial Pequeños Armadores Pesqueros, Arrastreros y Patrones de Pesca V y VIII Regiones (AGEPAR).

Asociación de Industriales Pesqueros de la V Región (VALPESCA A.G.).

Pesquera Quintero S.A.

Sindicato Interempresas Tripulantes, Rederos, Descargadores y Cuidadores Naves Especiales Puertos Concepción (SIET).

Federación Provincial de Pescadores Artesanales del Sur (FIPASUR).

Sindicato Interempresas Trabajadores Tripulantes de la VIII Región.

Asociación de Pescadores Independientes (API).

Sindicato Interempresas Trabajadores Oficiales Naves Especiales Provincias Concepción y Arauco.

Pesquera Isabella Ltda.

Pesquera Los Andes Ltda.

Consejo Zonal de Pesca V a IX Regiones.

Sociedad Pesquera Artisa Ltda.

Asociación Gremial de Armadores Artesanales de Talcahuano, VIII Región.

Departamento Pesquero CUT, VIII Región.

Confederación Trabajadores Pesqueros Chile y Ramas Afines (CONTRAPECH).

Asociación Plantas Pesqueras Consumo Humano (APLACH).

Asociación Gremial Caleta San Pedro de Los Vilos.

Sindicato Nacional Interempresas de Oficiales de Marina de Pesca de Chile.

Asociación de Industriales Pesqueros de la V y VI Regiones.

Asociación de Plantas Procesadoras de la Región del Bío-Bío.

Instituto de Investigación Pesquera (INPESCA).

Pesquera González.

Mariano Villa, Secretario General de FETRINECH, 

Luis Vargas, Consejero Regional de Pesca, VIII Región, sector laboral.

Robinson Cárcamo, Consejero Regional de Pesca, VIII Región, sector laboral.

�  En la audiencia pública expusieron su parecer representantes de la Federación Gremial de Industrias Pesqueras Macrozona X, XI y XII Regiones; de la Federación Nacional de Sindicatos de Tripulantes de Naves Especiales; de la Asociación Industriales Pesqueros de la Región del Bío-Bío; de la Confederación Nacional de Federaciones y Sindicatos de Gente de Mar, Marítimos, Portuarios y Pesqueros; de la Agrupación de Sindicatos Pesqueros de la Cuenca del Carbón; de la Asociación Gremial de Pequeños Armadores Pesqueros, Arrastreros y Patrones de Pesca V y VIII Regiones; de la Asociación Industriales Pesqueros de Valparaíso; de Pesquera Quintero S.A.; del Sindicato Interempresas de Tripulantes, Rederos, Descargadores y Cuidadores de Naves Especiales de los Puertos de la Provincia de Concepción; de la Federación Provincial de Pescadores Artesanales del Sur; del Sindicato Interempresas de Trabajadores Tripulantes de la VIII Región; de la Asociación de Pescadores Independientes; del Sindicato Interempresas de Trabajadores Oficiales de Naves Especiales de las Provincias de Concepción y Arauco; de Pesquera Isabella Ltda.; de Pesquera de Los Andes Ltda.; del Consejo Zonal de Pesca V a IX Regiones; de la Sociedad Pesquera Artisa Ltda.; de la Asociación Gremial de Armadores Artesanales de Talcahuano, VIII Región; del Departamento Pesquero de la CUT, VIII Región; de la Confederación de Trabajadores Pesqueros de Chile y Ramas Afines; de la Asociación de Plantas Pesqueras de Consumo Humano; de la Asociación Gremial Caleta San Pedro de Los Vilos; del Sindicato Nacional Interempresas de Oficiales de Marina de Pesca de Chile; de la Asociación de Industriales Pesqueros V y VI Regiones; de la Asociación de Plantas Procesadoras de la Región del Bío-Bío, y de la Asociación Nacional de Armadores de Buques Pesqueros de Alta Mar A.G.

  Asimismo, expresaron su opinión por escrito don Dagoberto Arcos, Presidente de INPESCA; don Marcelino González, representante de Pesquera González; don Mariano Villa, Secretario General de FETRINECH; don Luis Vargas y don Robinson Cárcamo, Consejeros Regionales de Pesca, VIII Región, sector laboral.

  Asistió a esa audiencia, además, una delegación de la Agrupación de Pescadores Artesanales de San Antonio.



� El artículo 62 N° 2 de la Constitución Política de la República dispone que corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para determinar las funciones y atribuciones de los servicios públicos.



� El artículo 19 N° 20 de la Carta Fundamental señala que los tributos que se recauden, cualquiera que sea su naturaleza, ingresarán al patrimonio de la Nación y no podrán estar afectos a un destino determinado.  Sólo se pueden excepcionar de esta norma aquellos que se afecten a fines propios de la defensa nacional o los que graven actividades o bienes que tengan una clara identificación regional o local, que pueden ser aplicados para el financiamiento de obras de desarrollo regional o comunal.



� El artículo 62 N° 2 de la Carta Fundamental dispone que corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para crear nuevos servicios públicos.



� El artículo 62 N° 2 de la Constitución Política de la República dispone que corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para determinar las funciones y atribuciones de los servicios públicos.
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